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Poema 

 

El Tribunal de las Frecuencias: Justicia en el Altiplano 

 

En la tierra del quetzal y el asfalto, 

donde el juicio camina con pies de plomo, 

se eleva un grito, a veces muy alto, 

desde el estudio, el cable y el tomo. 

La Torre de Marfil y la Antena 

En los pasillos de la Torre de Tribunales, 

el silencio es ley, la prueba es el credo, 

pero afuera estallan los vendavales 

de una opinión que señala con el dedo. 

La justicia guatemalteca, entre sombras y luces, 

enfrenta el lente que todo lo escruta; 

mientras el juez carga pesadas cruces, 

el titular ya marcó la ruta. 

 

El Contrapunto del Poder 

 

El Juicio en la Plaza Pública 

Antes de que el Organismo Judicial decida, 

ya en el muro de Facebook hay un culpable; 

la honra queda, en un segundo, herida, 

por un "en vivo" que se vuelve implacable. 

¿Es equilibrio o es presión desmedida? 

¿Es transparencia o es circo romano? 

La independencia queda sometida 

si el juez teme al linchamiento mediático cercano. 

El Espejo de la Impunidad 

Pero el medio es también el valiente testigo, 
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que alumbra el rincón donde el pacto se esconde; 

cuando el sistema no castiga al amigo, 

es la prensa la que al pueblo responde. 

Sin esa luz, la justicia sería un mudo pasillo, 

un trámite oscuro de firmas y sellos, 

donde el poderoso guarda su brillo 

y el ciudadano pierde sus destellos. 

"En Guatemala, la justicia que no se comunica parece sospechosa; pero la justicia que se dicta 

para la cámara, deja de ser justicia." 

 

La Balanza en Tiempos de Redes 

 

Impacto en la Imagen: 

Un sistema que se percibe como ajeno, 

hasta que el reportaje le da un rostro; 

la confianza se mide en el terreno 

de lo que el noticiero puso en su puesto. 

Funcionamiento en Jaque: 

Audiencias que se vuelven escenarios, 

fiscales que cuidan más su perfil que el proceso; 

el derecho se pierde en los calendarios 

si el veredicto depende del eco y el exceso. 

Que el periodismo sea el vigía del rastro, 

y que la toga mantenga su centro, 

que no sea el rating el nuevo astro 

que dicte las leyes desde muy adentro. 

Porque si el equilibrio se rompe en el suelo, 

de esta patria que busca su paz todavía, 

perderemos todos, bajo este mismo cielo, 

la verdad, la justicia y la luz del día. 
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EXORDIO 

 

Para la Dirección General del Sistema de Investigación del Centro Universitario de Occidente 

(DICUNOC), es un gusto introducir a los lectores en este trabajo realizado por Estudiantes de la 

carrera de Ciencias Jurídicas y Sociales, Abogado y Notario del Centro Universitario de Occidente.  

Donde se aborda la problemática “Relación entre medios de comunicación y poder judicial” 

(equilibrio entre libertad de expresión e independencia judicial) 

 

Algo que resulta de interés para la historia del Centro Universitario de Occidente en general y la 

carrera de Ciencias Jurídicas y Sociales en particular, es el involucramiento, gestión y esfuerzos 

que se tiene con los estudiantes con el abordaje de problemáticas, pero sobre todo que ellos hagan 

parte de sus estudios la investigación, la cual se hace necesaria para apoyar a la sociedad que tanto 

lo necesita. 

  

Por nuestra parte felicitamos a los autores del trabajo, así como, a todos los que colaboraron en el 

mismo, porque dejan evidencia histórica de hechos y conocimientos, relevantes para el campo 

legal, algo sumamente importante para mantener un buen procesamiento de problemáticas sociales. 

  

No cabe duda, que este trabajo será de interés para los estudiosos de la problemática, jurídica, social 

y cultural y quienes se sirven de ella para mantener o recuperar soluciones para quienes deseen 

simplemente aumentar su acervo cultural. 

 

No queda más que exhortar a los autores, a que sigan desarrollándose en el ámbito de la 

investigación, para consolidar sus conocimientos y ejercer eficazmente la profesión, desarrollar 

también su formación académica y lo más importante, con este tipo de producción, seguir 

engrandeciendo al Centro Universitario de Occidente, así como, a nuestra Alma Mater, la 

Universidad de San Carlos de Guatemala y por supuesto servir al pueblo de Guatemala en general.  

 

Rosa Martínez 

DICUNOC  
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Resumen 

 

La relación entre los medios de comunicación y el poder judicial en Guatemala es un ecosistema 

de tensión constante. Se basa en un equilibrio precario entre dos derechos fundamentales: la 

libertad de expresión (y el derecho a la información) y la independencia judicial (garantía de un 

debido proceso). 

 

El Marco Legal: Dos Pilares en Conflicto 

  

En Guatemala, este equilibrio está regido por la Constitución Política de la República: 

 

1. Libertad de Emisión del Pensamiento (Art. 35): Establece que no hay censura previa y que 

el acceso a las fuentes de información es libre. 

2. Independencia Judicial (Art. 203): Dicta que los magistrados y jueces son independientes 

en el ejercicio de sus funciones y solo deben obediencia a la Constitución y las leyes. 

 

Desafíos del Equilibrio 

 

a) El Juicio Paralelo 

 

Uno de los mayores conflictos ocurre cuando los medios de comunicación realizan coberturas 

exhaustivas de casos de alto impacto (corrupción, crimen organizado). Esto genera una percepción 

pública de culpabilidad o inocencia antes de que el juez dicte sentencia. 

 

1. Riesgo: La presión mediática puede influir en el ánimo del juzgador o dañar 

irreversiblemente la reputación del procesado si resulta inocente. 

  

b) El Acceso a la Información vs. Reserva de Actuaciones  

 

Aunque la ley guatemalteca promueve la publicidad de los actos procesales, existen casos bajo 

reserva. 
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1. Tensión: Los periodistas a menudo ven la reserva como una herramienta de opacidad para 

ocultar arbitrariedades, mientras que el sistema judicial la justifica para no entorpecer 

investigaciones criminales delicadas. 

 

c) La Judicialización de la Labor Periodística: En años recientes, se ha observado un fenómeno 

inverso: el uso del sistema judicial para intimidar a la prensa. 

  

1. Acoso Judicial: El uso de denuncias penales contra periodistas bajo figuras como 

obstrucción a la justicia o leyes de femicidio para silenciar críticas hacia funcionarios 

judiciales o políticos. 

2. Factores Críticos en Guatemala 

 

Factor Impacto en la Relación 

Corrupción e 

Impunidad 

Genera desconfianza mutua. La prensa actúa como fiscalizador 

ante un sistema que a veces se percibe como cooptado. 

Redes Sociales 
Han acelerado la difusión de información, a menudo sin filtro 

ético, aumentando la presión sobre los jueces. 

Seguridad de 

Periodistas 

La falta de garantías judiciales para proteger a comunicadores 

debilita la libertad de expresión. 

 

4. Hacia una Relación Saludable 

 

Para que exista un equilibrio real en Guatemala, se requiere: 

 

1. Ética Periodística: Informar con objetividad sin invadir la presunción de inocencia. 

2. Transparencia Judicial: Facilitar el acceso a la información pública para evitar 

especulaciones. 

3. Respeto Mutuo: Entender que la crítica mediática no es un ataque a la independencia 

judicial, sino una herramienta de rendición de cuentas en una democracia. 

 

En la última década, casos emblemáticos (como los impulsados por la extinta CICIG) demostraron  

que la prensa fue vital para exponer la corrupción, pero también evidenciaron lo difícil que es 

mantener la imparcialidad judicial bajo el foco de una opinión pública enfervorizada. 
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Introducción 

 

La relación entre los medios de comunicación y el Poder Judicial constituye un aspecto 

fundamental dentro del Estado de Derecho, especialmente en sociedades democráticas como 

Guatemala. Por un lado, los medios de comunicación cumplen una función esencial al informar a 

la población, promover la transparencia y permitir el control socia. Por otro lado, el Poder Judicial 

tiene la responsabilidad de garantizar la justicia mediante decisiones imparciales, independientes y 

fundamentadas en la ley. 

 

En el ordenamiento jurídico guatemalteco, estos principios encuentran su fundamento en la 

Constitución Política de la República de Guatemala, la cual reconoce la libertad de emisión del 

pensamiento, así como el derecho al debido proceso y la independencia judicial. No obstante, en 

la práctica pueden surgir tensiones entre ambos, particularmente cuando la cobertura mediática de 

procesos judiciales influye en la opinión pública o cuando ciertas decisiones judiciales limitan la 

difusión de información con el fin de proteger la imparcialidad del proceso. 

 

En este contexto, la presente investigación tiene como objetivo analizar el equilibrio que debe 

existir entre la libertad de expresión de los medios de comunicación y la independencia del Poder 

Judicial en Guatemala, sin afectar el debido proceso. Para ello, se adopta un enfoque cualitativo, 

basado en el estudio de la legislación nacional y fuentes académicas relacionadas con el tema. 

 

Asimismo, se examinan los principales conceptos jurídicos involucrados, tales como la libertad de 

expresión, la independencia judicial y las garantías procesales, así como los criterios que permiten 

armonizar estos derechos cuando entran en conflicto. De esta manera, se busca aportar una 

comprensión clara sobre cómo el marco jurídico guatemalteco regula esta relación y cuáles son los 

desafíos actuales en su aplicación. 

 

Finalmente, esta investigación pretende contribuir al análisis académico del tema, ofreciendo una 

base teórica que permita comprender la importancia de mantener un equilibrio adecuado entre el 

derecho a informar y el deber de administrar justicia de manera imparcial, fortaleciendo así los 

principios democráticos y el Estado de Derecho en Guatemala. 
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Capítulo 1 

Marco Conceptual 
 

 

1.1 Antecedentes 

 

1.1.1 Libertad de Expresión y Rol de los 

Medios de Comunicación en 

Guatemala  

 

(Gutiérrez R. &., 2017) La libertad de 

expresión constituye uno de los pilares 

fundamentales del sistema democrático 

guatemalteco y se encuentra reconocida en el 

artículo 35 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala, el cual garantiza la 

libre emisión del pensamiento sin censura 

previa. Este derecho permite a los medios de 

comunicación informar, investigar y difundir 

hechos de interés público, incluyendo 

aquellos relacionados con el funcionamiento 

del sistema de justicia y las actuaciones del 

Poder Judicial. 

 

Diversos informes nacionales e 

internacionales han señalado que periodistas 

y medios enfrentan presiones políticas, 

económicas y sociales, así como amenazas e 

intimidaciones, particularmente cuando 

cubren temas judiciales sensibles. Estas 

circunstancias influyen en la forma en que se 

comunica la información relacionada con el 

Poder Judicial y pueden condicionar el 

contenido, el enfoque y la profundidad de la 

cobertura mediática. 

 

Por otro lado, la libertad de expresión también 

implica una responsabilidad social de los 

medios, especialmente cuando informan 

sobre procesos en curso. El contexto 

guatemalteco consiste en garantizar que la 

función informativa se ejerza de manera ética 

y objetiva, sin interferir indebidamente en la 

administración de justicia ni generar juicios 

paralelos en la opinión pública. Este 

equilibrio es esencial para fortalecer tanto la 

credibilidad de los medios como la 

legitimidad del Poder Judicial dentro de un 

Estado democrático de derecho. 

 

1.1.2 Independencia Judicial frente a 

la Cobertura Mediática en 

Guatemala 

 

(Freedom House, 2019) La independencia 

judicial es un principio esencial del Estado de 

Derecho y constituye una garantía para que 

jueces y magistrados resuelvan los casos 
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sometidos a su conocimiento sin presiones 

externas, ya sean políticas, económicas, 

sociales o mediáticas. En Guatemala, este 

principio adquiere especial relevancia debido 

al contexto histórico de debilidad 

institucional, conflictividad social y alta 

exposición mediática de los procesos 

judiciales, particularmente aquellos 

relacionados con corrupción, crimen 

organizado y derechos humanos. 

 

En Guatemala, diversos informes y estudios 

han evidenciado que la exposición mediática 

de casos judiciales de alto impacto puede 

influir en el clima en el que se desarrollan los 

procesos. La reiteración de ciertos enfoques 

narrativos, como la culpabilización previa de 

los sindicados o la exaltación mediática de 

determinados fallos, puede provocar 

expectativas sociales que condicionan la 

confianza ciudadana en las decisiones 

judiciales, independientemente de su sustento 

legal. 

 

Además, la independencia judicial no solo se 

ve afectada por presiones directas, sino 

también por el temor a la deslegitimación 

pública. Jueces y magistrados pueden ser 

objeto de campañas mediáticas de 

desprestigio cuando sus resoluciones no 

coinciden con la opinión dominante 

promovida por ciertos sectores de la prensa. 

Esta situación representa un riesgo para la 

autonomía judicial y para la correcta 

administración de justicia en Guatemala. 

 

1.1.3 Balance entre Libertad de Prensa 

y Garantía de un Proceso Judicial 

Imparcial en Guatemala 

 

(Comisión Internacional contra la Impunidad 

en Guatemala., 2018) El equilibrio entre la 

libertad de prensa y la garantía de un proceso 

judicial imparcial constituye un desafío clave 

en la relación entre los medios de 

comunicación y el Poder Judicial en 

Guatemala. Mientras la libertad de prensa es 

fundamental para informar sobre asuntos de 

interés público, el proceso judicial exige 

objetividad, respeto al debido proceso y 

presunción de inocencia. 

 

En Guatemala, la cobertura mediática suele 

iniciarse desde las primeras diligencias 

judiciales, como capturas o audiencias 

preliminares, muchas veces sin una adecuada 

contextualización jurídica. Esto puede 

generar interpretaciones erróneas y juicios 

anticipados en la opinión pública, afectando 

el derecho de defensa y la imparcialidad del 

proceso. 
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Además, la falta de una clara separación entre 

informar y opinar, junto con el uso de 

lenguaje sensacionalista, incrementa el riesgo 

de influir indebidamente en la percepción 

ciudadana. Por ello, se vuelve necesario 

fortalecer el periodismo jurídico 

especializado y promover estándares éticos 

en la cobertura judicial. 

 

El equilibrio entre ambos derechos no implica 

censura, sino responsabilidad informativa. El 

ejercicio de la libertad de prensa debe respetar 

el debido proceso, la presunción de inocencia 

y la dignidad de las personas, ya que un 

desequilibrio puede debilitar la confianza y la 

legitimidad del sistema de justicia. 

 

Características principales: 

 

a) Respeto al debido proceso 

b) Presunción de inocencia 

c) Objetividad informativa 

d) Responsabilidad social del 

periodismo 

e) Ética periodística 

 

1.1.4. Impacto de la Cobertura Mediática en 

la Imagen y Funcionamiento del Sistema de 

Justicia en Guatemala 

 

(Organización de las Naciones Unidas para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura, 2020) La 

cobertura mediática de los procesos judiciales 

en Guatemala influye directamente en la 

imagen pública y en la percepción ciudadana 

del sistema de justicia. Los medios actúan 

como intermediarios entre el Poder Judicial y 

la sociedad, moldeando opiniones y niveles 

de confianza institucional. 

 

Aunque la difusión constante de información 

judicial ha aumentado la visibilidad del 

sistema de justicia, la presentación 

incompleta o sensacionalista de los hechos 

puede generar percepciones negativas sobre 

imparcialidad, eficiencia y transparencia, 

asociando a los tribunales con corrupción o 

impunidad. 

 

Asimismo, la presión de la opinión pública, 

alimentada por los medios, puede influir 

indirectamente en el funcionamiento interno 

del sistema de justicia, especialmente en 

casos de alto impacto social, donde se exige 

rapidez en las resoluciones. 

 

No obstante, una cobertura responsable puede 

fortalecer el sistema judicial al promover 

transparencia, rendición de cuentas y una 

mejor comprensión del rol del Poder Judicial. 

El impacto mediático depende, por tanto, del 
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enfoque ético y responsable de la labor 

informativa. 

 

Características del impacto mediático:  

 

a) Formación de opinión pública 

b) Construcción de imagen institucional 

c) Presión social indirecta 

d) Influencia en la confianza ciudadana 

e) Transparencia informativa 

 

1.1.5. Estudios y Análisis Previos en 

Guatemala sobre Medios, Poder 

Judicial y Gobernanza 

 

(Monterroso, 2021) En Guatemala, diversos 

estudios académicos e informes 

institucionales han analizado la relación entre 

medios de comunicación, Poder Judicial y 

gobernanza democrática, evidenciando que 

esta interacción está influenciada por factores 

políticos, sociales y económicos. 

Estos estudios reconocen el papel de los 

medios en la denuncia de irregularidades 

judiciales y la uvisibilización de casos 

relevantes, pero también advierten sobre los 

riesgos derivados de la falta de 

especialización en periodismo jurídico y la 

presión por la inmediatez informativa. 

Las investigaciones destacan que la cobertura 

mediática incide directamente en la 

gobernanza democrática, fortaleciendo o 

debilitando la institucionalidad según el 

enfoque informativo. Una narrativa 

equilibrada contribuye al Estado de Derecho, 

mientras que una cobertura negativa 

generalizada debilita la confianza ciudadana. 

Estos análisis constituyen antecedentes 

fundamentales para la presente investigación, 

al evidenciar la necesidad de estudiar de 

manera integral el impacto de los medios en 

la imagen del sistema de justicia 

guatemalteco y en la independencia judicial. 

 

1.2 Justificación 

 

1.2.1 Relación entre medios de 

comunicación y poder judicial 

 

El objetivo de la presente investigación es 

analizar el equilibrio entre la libertad de 

expresión y la independencia judicial, cuya 

relevancia en Guatemala es crítica debido a la 

creciente influencia de la opinión pública en 

los procesos de alto impacto. La interacción 

entre estos dos pilares democráticos es 

fundamental para fortalecer el Estado de 

Derecho; mientras que los medios de 

comunicación actúan como fiscalizadores de 
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la administración pública, el sistema judicial 

debe garantizar que sus resoluciones se basen 

estrictamente en la ley y no en presiones 

externas o mediáticas. 

 

La globalización de la información y el auge 

de las plataformas digitales requieren que 

Guatemala desarrolle parámetros claros que 

protejan la integridad de los procesos 

judiciales sin vulnerar el derecho de la 

ciudadanía a estar informada. Esto conlleva 

una necesaria armonización normativa que 

garantice el respeto a la presunción de 

inocencia y el debido proceso, evitando que 

los juicios paralelos en los medios 

comprometan la objetividad de los 

juzgadores. Busca establecer un marco de 

respeto mutuo que fortalezca la confianza 

institucional y la seguridad jurídica. 

 

Es un estudio descriptivo, exploratorio, 

jurídico, doctrinario y jurisprudencial que 

examina la colisión de derechos 

fundamentales y la ética periodística frente a 

la reserva de las actuaciones judiciales. Se 

analiza la necesidad de implementar 

protocolos de comunicación institucional que 

permitan una transparencia proactiva, 

explicando las decisiones judiciales de forma 

técnica pero accesible, para evitar 

desinformación que pueda derivar en ataques 

a la independencia de jueces y magistrados. 

Sin duda alguna, el equilibrio entre estos 

derechos tiene como misión fundamental 

garantizar el debido proceso consagrado en el 

Art. 12 de la Constitución y la libertad de 

emisión del pensamiento establecida en el 

Art. 35, asegurando que el ejercicio de una 

libertad no se convierta en el menoscabo de la 

imparcialidad judicial. 

 

1.2.2 ¿Por qué? 

 

La relación entre los medios de comunicación 

y el poder judicial busca un cambio en la 

cultura jurídica y comunicacional que 

involucre reformas en la gestión de la 

información procesal para garantizar una 

administración de justicia libre de 

coacciones. En la actualidad, las tecnologías 

de la información han acelerado la difusión de 

noticias, transformando la percepción social 

de la justicia; el sistema judicial guatemalteco 

no es ajeno a esta realidad y se ve obligado a 

operar en un entorno donde la crítica pública 

es constante y, en ocasiones, interfiere en la 

serenidad necesaria para juzgar. 

 

Por lo tanto, el establecimiento de límites y 

canales formales de comunicación constituye 
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una alternativa idónea para reactivar la 

legitimidad del sistema judicial. Se busca 

garantizar que el acceso a la información y la 

libertad de prensa coexistan con la tutela 

judicial efectiva, permitiendo que la justicia 

se imparta de manera independiente, 

transparente y ajena a cualquier tipo de 

interferencia mediática que pueda desvirtuar 

la verdad legal. 

 

1.2.3 ¿Para qué? 

 

La reflexión sobre las relaciones entre medios 

de comunicación y poder judicial en 

Guatemala es relevante para fortalecer el 

estado de derecho, garantizar el acceso a la 

información y proteger los derechos 

fundamentales de la población. En un 

contexto nacional donde el sistema de justicia 

ha enfrentado desafíos de credibilidad, 

corrupción y falta de transparencia, esta 

vinculación juega un papel determinante en la 

construcción de una sociedad más justa y 

democrática. El propósito central de analizar 

esta relación es asegurar que ambos actores 

cumplan con sus roles de manera 

complementaria, sin poner en riesgo ni el 

derecho a la información ni el debido proceso 

de las personas involucradas en casos 

judiciales. 

1.2.4 Para garantizar la transparencia del 

sistema judicial 

 

En Guatemala, la falta de acceso a 

información sobre procesos judiciales ha 

generado desconfianza en la población. 

Establecer una relación adecuada entre 

medios y poder judicial permite informar a la 

ciudadanía sobre cómo funciona la justicia, 

qué decisiones se toman y por qué, lo que 

contribuye a reducir la percepción de 

opacidad y corrupción. Esto es fundamental 

para que la sociedad pueda exigir rendición 

de cuentas a las instituciones. 

 

1.2.5 Para proteger el derecho a la 

información y la democracia 

 

El artículo 35 de la Constitución de la 

República de Guatemala reconoce el derecho 

fundamental a la información. Esta relación 

existe para que los medios puedan ejercer su 

rol de vigilancia ciudadana y llevar al público 

datos veraces sobre casos de interés nacional, 

como procesos contra corrupción, violencia o 

violaciones a derechos humanos. Sin una 

comunicación clara entre ambos actores, la 

población no puede participar de manera 

informada en los asuntos públicos, lo que 

debilita la democracia. 
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1.2.6 Para prevenir la "justicia paralela" 

y respetar el debido proceso 

 

Es necesario definir esta relación para evitar 

que los medios de comunicación tomen 

funciones que no les corresponden, como 

juzgar o condenar a personas antes de que el 

poder judicial emita su resolución. Al mismo 

tiempo, busca que el poder judicial no se 

cierre al público, sino que encuentre formas 

de informar sobre los casos sin poner en 

riesgo los derechos de las partes, como la 

presunción de inocencia y el derecho a la 

defensa. 

 

1.2.7 Soporte Teórico  

 

El concepto de estado de derecho, 

fundamentado en teorías de autores como 

Hans Kelsen y Montesquieu, establece que 

todos los poderes del Estado deben estar 

sujetos a la ley. En este marco, el poder 

judicial debe ejercer su función con 

independencia, mientras que los medios de 

comunicación cumplen un rol de vigilancia 

para asegurar que esta independencia no se 

desvíe del interés público. Para Guatemala, 

este enfoque es relevante porque el sistema 

judicial ha enfrentado desafíos en materia de 

autonomía y rendición de cuentas, lo que hace 

necesaria la vinculación con los medios como 

herramienta de control social. 

 

1.3 Planteamiento del Problema 

 

Pretendemos dar a conocer la relación que 

existe entre los medios de comunicación y el 

poder judicial, analizando cómo ambos 

interactúan dentro del marco del equilibrio 

entre la libertad de expresión y la 

independencia de la justicia. Consideramos 

que este tema es de gran importancia en la 

sociedad actual, ya que los medios informan 

constantemente sobre procesos judiciales, 

investigaciones jurídicas y decisiones de los 

tribunales, lo cual influye directamente en la 

percepción que la ciudadanía tiene sobre la 

justicia. 

 

La libertad de expresión es un derecho 

fundamental que permite a los medios de 

comunicación informar, opinar y analizar 

asuntos de interés público, incluyendo casos 

judiciales. Gracias a ello, se promueve la 

transparencia, el acceso a la información y el 

control social sobre las instituciones del 

Estado. Esto genera mayor participación 

ciudadana y fortalece el sistema democrático, 

permitiendo que la población esté enterada de 

cómo se administra la justicia. 
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Sin embargo, también existen desafíos y 

riesgos en esta relación. La cobertura 

excesiva o inadecuada de ciertos casos puede 

generar, especulación mediática o presión 

social hacia jueces y fiscales, lo cual podría 

afectar la independencia judicial. El poder 

judicial, por su parte, debe actuar con 

imparcialidad, objetividad y apego a la ley, 

garantizando el debido proceso y la 

presunción de inocencia. Cuando la opinión 

pública influenciada por los medios se 

convierte en un factor determinante, puede 

ponerse en riesgo la correcta administración 

de justicia. 

 

El problema central radica en determinar 

cómo puede mantenerse un equilibrio 

adecuado entre el derecho de los medios a 

informar y el deber del poder judicial de 

actuar de manera independiente. Es necesario 

analizar hasta qué punto la información 

contribuye a la transparencia y cuándo puede 

convertirse en un elemento que afecte la 

imparcialidad y credibilidad del sistema 

judicial. 

 

Como estudiantes universitarios, nuestro 

aporte puede centrarse en la investigación y el 

análisis crítico de esta problemática, 

identificando tanto sus ventajas como sus 

riesgos. Podemos contribuir mediante la 

elaboración de estudios que fomenten una 

cultura de responsabilidad informativa y 

respeto a los principios jurídicos 

fundamentales. Asimismo, podemos 

promover debates académicos que 

reflexionen sobre la ética periodística, el 

respeto a los derechos humanos y la 

importancia de la independencia judicial. 

 

Este estudio también nos permite comprender 

cómo la relación entre medios y justicia 

impacta en diferentes sectores de la sociedad, 

tales como profesionales del derecho, 

periodistas, estudiantes, académicos y 

ciudadanos en general. Cada uno de estos 

actores cumple un papel importante en la 

construcción de una sociedad informada y 

justa. 

 

La relación entre los medios de comunicación 

y el poder judicial puede generar grandes 

beneficios, como mayor transparencia y 

acceso a la información; sin embargo, 

también plantea riesgos relacionados con la 

desinformación, la manipulación mediática o 

la vulneración de derechos fundamentales. 

Por ello, el futuro de esta relación debe 

orientarse hacia un equilibrio responsable, 

donde la libertad de expresión y la 

independencia judicial no se contrapongan, 
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sino que se complementen para fortalecer el 

Estado de Derecho. 

 

Por lo tanto, nos preguntamos: 

¿De qué manera puede garantizarse un 

equilibrio entre la libertad de expresión de los 

medios de comunicación y la independencia 

del poder judicial sin afectar el debido 

proceso? 

Características de los estudios previos: 

 

a) Enfoque interdisciplinario 

b) Análisis institucional 

c) Énfasis en gobernanza democrática 

d) Identificación de riesgos y oportunidades 

e) Base para nuevas investigaciones 
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CAPITULO 2 

Marco Contextual 
 

 

2.1. Delimitación del Problema 

 

La Universidad de San Carlos de Guatemala 

(USAC) 

 

La Universidad de San Carlos de Guatemala 

(USAC) fue fundada el 31 de enero de 1676, 

tras ser autorizada por real cédula del Rey 

Carlos II de España, lo que la convierte en la 

institución de educación superior más antigua 

de Guatemala y la cuarta universidad fundada 

en América. Desde sus inicios impartió 

estudios de Filosofía, Derecho y Teología, 

evolucionando con el tiempo hasta 

consolidarse como un pilar fundamental en la 

formación académica, científica y social del 

país. 

 

A lo largo de la época colonial y republicana, 

la USAC ha sido la única universidad estatal, 

destacándose por su autonomía, su 

compromiso social y su aporte al desarrollo 

nacional durante más de tres siglos de 

historia. 

 

2.2 Centro Universitario de Occidente 

Es indispensable, retrotraernos a la época del 

gobierno producto de la Revolución Liberal 

de 1871, gobierno ejercido por el General 

Justo Rufino Barrios, es en este periodo 

cuando dentro del ambiente y concepciones 

liberales, este mandatario crea la primera 

unidad universitaria en la ciudad de 

Quezaltenango, raíz desde donde debemos 

situar la presencia actual de la Universidad 

estatal. 

 

El decreto de creación de la Universidad de 

Occidente, dice literalmente:  

 

“DECRETO NUM. 167. —J. RUFINO 

BARRIOS, Generar de División y presidente 

de la República de Guatemala. 

CONSIDERANDO: Que no puede existir 

verdadera libertad donde falta la ilustración, 

y que la primera base del engrandecimiento 

nacional es la difusión de los conocimientos 

útiles, que procura el Gobierno por cuantos 

medios están a su alcance, conseguir en su 

más amplio desarrollo.  

 

Que para realizar tan importante objeto es 

conveniente que la enseñanza superior no 

quede vinculada de una manera exclusiva á la 

Universidad de esta capital, y que conforme 
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lo demanden las circunstancias se vayan 

creando otros grandes centros de ilustración.  

Que por ensanche que los pueblos de los 

Altos adquieren en su población, en su 

riqueza y elementos de vitalidad, y porque su 

progreso intelectual y científico deben 

corresponder a sus adelantos económicos y 

materiales, necesitan poseer desde luego uno 

de tales centros de enseñanza superior. 

 

Que de esta suerte los hijos de esos 

departamentos con menos dificultades y sin 

los sacrificios que deben hacer para venir á la 

capital y permanecer en ella, podrán efectuar 

sus estudios profesionales, realizándose así 

también el propósito de la actual 

Administración de que la enseñanza en todos 

sus ramos, sea lo más asequible y cómoda 

para los que han de recibirla.  

 

Que el Gobierno está en la obligación y tiene 

el deseo de hacer que los departamentos todos 

de la República lleguen cuanto antes a 

disfrutar del grado de prosperidad á que están 

llamados por sus especiales circunstancias, y 

tomando en cuenta las que concurren en los 

de los Altos, he tenido a bien decretar y 

DECRETO  

Art.1º.Se crea en la ciudad de Quezaltenango, 

un establecimiento con el nombre de Centro 

Universitario de Occidente, destinado a 

suministrar la enseñanza superior o 

profesional. 

 

 Art.2º. Por ahora y mientras se construye un 

local perfectamente adecuado, servirá para la 

Universidad el que actualmente ocupa el 

Instituto, trasladándose á ella, todas las clases 

que se daban en este establecimiento.  

 

Art.3º.Se dará además en la Universidad de 

Occidente las otras clases establecidas en esta 

Capital para la enseñanza superior, y son 

válidos todos los cursos tanto de ciencias y 

letras como de estudios facultativos que se 

hagan en ella. 

 

Art.4º.Son igualmente válidos los títulos 

académicos y profesionales que la misma 

Universidad confiera en el ejercicio de sus 

atribuciones.  

 

Art. 5º. Regirá en la Universidad de 

Occidente la misma ley de instrucción 

superior, que para la de esta Capital se decretó 

en 1º. de julio del año anterior, con las 

modificaciones que á ella se ha hecho con 

posterioridad y las más que en adelante se 

introduzcan por vía de reforma.  

 

Art.6º.Finalmente el Ministerio de 

Instrucción Pública queda encargado de la 

ejecución del presente decreto, así como de 
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remover las dificultades que se presenten y de 

formar y expedir los reglamentos que 

requieran su desarrollo y detalles. Dado en el 

Palacio Nacional de Guatemala, a veinte de 

noviembre de mil ochocientos setenta y seis. 

J. Rufino Barrios El ministro de Relaciones 

Exteriores e Instrucción Pública. Joaquín 

Macal. 

 

El Centro Universitario de Occidente 

(CUNOC) es el primer Centro Regional 

Universitario de la Tricentenaria Universidad 

de San Carlos de Guatemala (USAC). Está 

ubicado en la ciudad de Quetzaltenango y 

constituye uno de los pilares más importantes 

de la educación superior en la región 

suroccidental del país. 

 

El CUNOC, como centro universitario 

regional de la USAC, fue creado el 5 de 

diciembre de 1970 con carácter experimental, 

con el objetivo de descentralizar la educación 

superior y responder a las necesidades de 

desarrollo del suroccidente de Guatemala. 

Inició formal 

 

2.4 Antecedente Histórico 

 

Un antecedente importante del CUNOC se 

remonta al siglo XIX con la creación de la 

Universidad de Occidente, fundada el 20 de 

noviembre de 1876 en Quetzaltenango 

mediante el Decreto n.º 167. Esta institución 

abrió formalmente sus puertas en 1877 y 

contaba con las facultades de Derecho y 

Notariado, Medicina y Farmacia. Su primer 

rector fue el doctor Manuel Aparicio. 

 

Sin embargo, la Universidad de Occidente 

tuvo una existencia breve. Dos años después 

de su fundación, el Decreto n.º 253 del 13 de 

diciembre de 1879 extinguió las 

universidades del país, sustituyéndolas por 

Escuelas Facultativas dependientes 

directamente del Ministerio de Instrucción 

Pública. A pesar de su corta vida, este 

esfuerzo representó el primer intento formal 

de establecer educación universitaria en la 

región occidental. 

 

2.5 Facultad de ciencias jurídicas y sociales 

 

Es la División encargada de proporcionar los 

conocimientos jurídicos, sociales y éticos que 

permiten a los estudiantes desempeñarse con 

éxito en las áreas profesionales de la carrera, 

para la solución de problemas que tengan que 

ver con el régimen jurídico del país. 

 

2.6 Historia 

 

En el Gobierno del General José María 

Orellana, que el 15 de enero de 1922, se 
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autoriza el funcionamiento de la Escuela de 

Ciencias Jurídicas y Sociales de Occidente, 

con el esfuerzo de muchos quezaltecos que 

contribuyeron con diversos recursos a su 

apertura, entre ellos es digno de mencionar a 

la Sociedad de Artesanos de Quezaltenango y 

la Municipalidad de Quezaltenango.  

 

La Escuela de Ciencias Jurídicas y Sociales 

de Occidente, que estuvo instalada en la 1ª. 

calle, entre 13 y 14 avenida de la zona 1 de 

Quezaltenango, o sea en el edificio contiguo 

a la actual Librería Evangélica. Funcionó en 

este lugar 9 años. 

 

En el 1931 durante el Gobierno del General 

Jorge Ubico, se mandó a cerrar la Escuela de 

Ciencias Jurídicas y Sociales de Occidente, 

por motivos puramente políticos, pues había 

un estudiantado inquieto y algunos 

profesionales que habían adversado su 

candidatura, así como en la Huelga de 

Dolores, de ese entonces, se habían 

ridiculizado, con mucha chispa, a su 

gobierno. Esta dolorosa etapa, obligó a  

 

 

 

muchos estudiantes a emigrar a Guatemala y  

a otros a no concluir su carrera, clausura que 

duró hasta 1947. 

 

Como parte de la Revolución de 1944, 

durante el gobierno de Juan José Arévalo 

Martínez, se le confirió Autonomía 

Universitaria a la UNIVERSIDAD DE SAN 

CARLOS DE GUATEMALA, el Rector en 

esa época Doctor Carlos Martínez Duran, 

ofreció todo su apoyo para reanudar la 

actividad académica en Quetzaltenango. En 

noviembre de 1946 se ordena la reapertura la 

Escuela de Ciencias Jurídicas y Sociales de 

Occidente, anexa a la Facultad de Ciencias 

Jurídicas y Sociales, de la USAC del campus 

central. 

 

El 5 de enero de 1947, en el local de la antigua 

Escuela de Derecho, a las 9 horas de la 

mañana, en ambiente festivo, una selecta 

concurrencia de profesionales, intelectuales y 

variado público, se realiza el solemne acto de 

reapertura de la mencionada Escuela de 

Ciencias Jurídicas y Sociales de Occidente. 
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Capítulo III 

Marco Metodológico 
 

 

3.1 Problema a investigar 

 

Relación entre medios de comunicación y 

poder judicial ¿Como es el equilibrio entre 

libertad de expresión e independencia 

judicial? 

 

¿De qué manera puede garantizarse un 

equilibrio entre la libertad de expresión de los 

medios de comunicación y la independencia 

del poder judicial sin afectar el debido 

proceso? 

 

La relación entre los medios de comunicación 

y el Poder Judicial en Guatemala plantea 

desafíos en cuanto al equilibrio entre la 

libertad de expresión y la independencia 

judicial, como puede tenerse un equilibrio en 

ambas partes para que no afecte el ejercicio 

judicial. La investigación busca analizar 

cómo interactúan los medios de 

comunicación y el sistema judicial en 

Guatemala, identificando los puntos de 

tensión entre ambos, así como los riesgos y 

posibles soluciones para garantizar tanto la 

libertad de expresión como la independencia  

 

 

 

judicial dentro de un Estado democrático de 

Derecho. 

 

3.2 Enfoque de la investigación 

 

El enfoque que utilizaremos en nuestra 

investigación será cualitativo, buscando 

fuentes que rijan, avalen y protejan a los 

diferentes medios de comunicación. 

Profundizaremos en el contexto legal que 

contenga los diferentes medios legales por los 

cuales los medios de  

 

comunicación puedan ejercer sin perjudicar el 

poder judicial. Para ello se analizarán normas 

internacionales avaladas por Guatemala, 

artículos, referencias bibliográficas y las 

diferentes leyes vigentes en Guatemala que 

estén relacionadas con los diferentes medios 

de comunicación. 

 

3.3 Alcance de la investigación 

 

Como grupo de estudiantes, nuestra meta y 

propósito fundamental es que esta 

investigación constituya un precedente 

académico y una fuente de consulta para los 

futuros estudiantes de la Universidad de San 
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Carlos de Guatemala, Centro Universitario de 

Occidente (CUNOC), y demás personas 

interesadas en el tema. 

 

Dirigido a la sociedad civil, profesionales del 

derecho y comunicadores, partimos de la 

premisa de que "la justicia no solo debe 

hacerse, sino que debe verse cómo se hace". 

En un mundo hiperconectado, esta 

investigación será de vital ayuda para 

entender cómo la labor informativa puede 

fortalecer la democracia o, en su defecto, 

vulnerar las garantías procesales, analizando 

el delicado equilibrio que debe existir entre la 

transparencia y la objetividad judicial. 

 

Para alcanzar este fin, la investigación se 

desarrollará mediante un análisis 

bibliográfico. El estudio se enfocará en 

examinar y explicar la legislación 

guatemalteca vigente, la doctrina jurídica y 

los registros de prensa para comprender el 

funcionamiento de los medios de 

comunicación en relación con el Poder 

Judicial. Buscamos analizar, desde una 

perspectiva teórica y explicativa. 

 

3.4 Objetivos de la investigación. 

3.4.1 Objetivo general 

 

Analizar cuál es el equilibrio entre la libertad 

de expresión de los medios de comunicación 

y la independencia del Poder Judicial, sin 

afectar el debido proceso en Guatemala. 

 

3.4.2 Objetivos específicos 

 

a) Identificar y analizar el marco jurídico 

nacional e internacional que regula y 

protege la libertad de expresión, la 

independencia del Poder Judicial y el 

debido proceso en Guatemala, 

incluyendo normas constitucionales, 

tratados internacionales ratificados 

por el Estado y legislación ordinaria 

vigente. 

b) Analizar los principales 

planteamientos teóricos y jurídicos 

sobre las tensiones existentes entre la 

cobertura mediática de procesos 

judiciales y la garantía del debido 

proceso, según la bibliografía 

consultada. 

c) Analizar el impacto que pueden tener 

las actuaciones del Poder Judicial y 

del frente a periodistas y medios de 

comunicación, evaluando si dichas 

acciones fortalecen o debilitan el 

ejercicio legítimo de la libertad de 
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expresión dentro del marco del Estado 

de Derecho. 

 

3.5 Pregunta 

 

¿Cómo se garantiza el equilibrio entre 

libertad de expresión e independencia judicial 

en Guatemala? 

 

3.6 Operacionalización de las variables 

 

Causa: ¿Qué son los medios de 

comunicación? 

 

Medios de Comunicación 

 

Los medios de comunicación son canales y 

plataformas destinados a transmitir 

información a amplias audiencias, tales como 

la prensa escrita, la radio, la televisión y los 

medios digitales. Cumplen funciones 

esenciales en la sociedad, como informar, 

educar, entretener y ejercer control social 

sobre los poderes del Estado. 

 

En el contexto jurídico, los medios 

desempeñan un papel relevante al difundir 

información sobre procesos judiciales, 

decisiones de los tribunales y actuaciones de 

autoridades públicas, contribuyendo así a la 

transparencia y al debate público. 

Efecto 

La interacción entre los medios de 

comunicación y el Poder Judicial genera una 

relación jurídica compleja que se fundamenta 

en el equilibrio entre la libertad de expresión 

y la independencia judicial. Desde el análisis 

bibliográfico, esta relación se manifiesta en 

normas constitucionales, tratados 

internacionales y estudios que establecen 

tanto garantías como límites para ambas 

esferas. 

 

Por un lado, la libertad de expresión permite 

a los medios informar y fiscalizar la actuación 

judicial; por otro, la independencia judicial 

exige que los jueces actúen con 

imparcialidad, sin presiones externas, 

incluyendo aquellas derivadas de la cobertura 

mediática. 

 

El análisis documental permite identificar 

cómo la legislación ha abordado esta 

interacción, así como los criterios jurídicos 

que buscan armonizar ambos principios 

dentro del marco del Estado de Derecho. 

 

3.7 Delimitación 

 

3.7.1 Delimitación Temporal 

 

La presente investigación se estará realizando 

del 3 de febrero al 17 de febrero de 2026. 
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3.7.2 Delimitación Espacial  

 

La presente investigación se estará enfocando 

en la relación entre medios de comunicación 

y poder judicial, se realizará en el Centro 

universitario de Occidente (CUNOC), en la 

división de Ciencias Jurídicas y Sociales. 

 

3.7.3 Delimitación Teórica 

 

Esta investigación se sustentará en lo que dice 

la legislación nacional, normas 

internacionales y constitucionales, sobre que 

la libertad de expresión no es un derecho 

absoluto.  

 

El derecho a informar termina donde empieza 

el derecho al honor, a la vida privada y, sobre 

todo, al principio de Principio de Presunción 

de Inocencia (Art. 14 CPRG). Si un medio 

sentencia antes que un juez, está violentando 

la ley.  

 

también abarcaremos los artículos 35 y 203: 

Libertad de emisión del pensamiento (art.35 

CPRC) es el que nos permite hablar sin 

miedo, garantizar que nadie pueda silenciar a 

otra persona antes de decir lo que piensa o 

publique unas noticias la herramienta que 

tienen los ciudadanos y la prensa para vigilar 

que la justicia se cumpla, permitiendo criticar 

a los funcionarios públicos sin que eso se 

considere un delito inmediato. Básicamente, 

asegura que los tribunales no trabajen a 

oscuras. Eso sí, esa libertad viene con una 

condición la cual es que hay que hacerse 

responsable de lo que se dice. Si alguien 

miente o ataca el honor de otro sin pruebas, 

tendrá que rendir cuentas después, pero nunca 

a través de la cesura. Es el equilibrio entre el 

derecho a saber y el respeto a la persona.  

 

Independencia del Origen Judicial y potestad 

de juzgar (Art. 2023 CPRG) Este dice que la 

justicia en Guatemala solo puede estar a 

manos de los jueces y magistrados, quienes 

deben trabajar con total libertad para decidir 

basándose únicamente en la ley y las pruebas.  

 

Es como una protección que evita que 

políticos. Personas peligrosas o incluso la 

presión de las noticias y las redes sociales 

influyan en sus sentencias, lo que busca es 

que el juez no tenga que quedar bien con 

nadie ni tenga miedo a represalias por sus 

fallos, asegurando que su única lealtad sea 

hacia la Constitución.  

 

3.8 Universo 

 

El universo de la presente investigación está 

conformado por la normativa jurídica 
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nacional e internacional vigente en 

Guatemala, así mismo como informes 

institucionales y artículos académicos que 

abordan la relación entre los medios de 

comunicación y el Poder Judicial, 

particularmente en lo relativo a la libertad de 

expresión, la independencia judicial y el 

debido proceso. 

 

Incluye: 

 

a) Constitución Política de la República 

de Guatemala 

b) Ley de Emisión del Pensamiento 

c) Ley del Organismo Judicial 

d) Tratados internacionales ratificados 

por Guatemala 

e) Informes de organismos 

internacionales 

f) Publicaciones académicas. 

 

3.9 Muestra 

 

Para fundamentar nuestro trabajo, 

consultamos diferentes páginas oficiales que 

nos permitieron comprender mejor la relación 

entre los medios de comunicación y el poder 

judicial. 

 

En la página oficial del Organismo Judicial se 

explica que su función principal es 

administrar justicia de manera independiente, 

garantizando el cumplimiento de la 

Constitución y las leyes del país, conforme a 

lo establecido en el Artículo 203 de la 

Constitución Política de la República de 

Guatemala, que reconoce la independencia 

del Organismo Judicial. Esta información nos 

ayudó a entender la importancia de la 

independencia judicial como base del Estado 

de derecho. 

 

En el portal de la Corte Suprema de Justicia 

encontramos información sobre su estructura, 

funciones y la responsabilidad que tiene de 

asegurar que los jueces actúen con 

imparcialidad, lo cual también se fundamenta 

en los Artículos 203 y 204 de la Constitución, 

que establecen que los tribunales son 

independientes y deben observar la 

Constitución y las leyes sin interferencias 

externas. 

 

También consultamos la Constitución 

Política de la República de Guatemala en la 

página del Congreso de la República de 

Guatemala, donde se establece en el Artículo 

35 el Derecho a la Libertad de Emisión del 

Pensamiento, y en los Artículos 203 y 204 la 

independencia de los organismos del Estado 

en la administración de justicia. Esto nos 



33 
 

permitió analizar cómo ambos derechos 

deben coexistir en equilibrio. 

 

Además, revisamos información en la 

Relatoría Especial para la Libertad de 

Expresión de la Organización de los Estados 

Americanos, la cual se basa en el Artículo 13 

de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, que protege la libertad de 

pensamiento y expresión, pero reconoce que 

este derecho implica responsabilidades para 

no afectar otros derechos, como el derecho a 

un juicio justo, ratificado por Guatemala el 27 

de abril de 1978. 

 

Toda esta información nos permitió reforzar 

nuestro análisis y comprender que el 

equilibrio entre libertad de expresión e 

independencia judicial es esencial para 

mantener la confianza en el sistema de 

justicia. 

 

3.10 Unidades de análisis 

 

Las unidades de análisis de la presente 

investigación estarán constituidas por los 

documentos jurídicos y doctrinarios que 

regulan y desarrollan la relación entre los 

medios de comunicación y el Poder Judicial 

en Guatemala. 

 

Se analizará: 

 

1. Normativa constitucional, 

especialmente los artículos 

relacionados con la libertad de 

expresión, el debido proceso y la 

independencia judicial. 

2. Legislación ordinaria 

guatemalteca, como la Ley de 

Emisión del Pensamiento y la Ley del 

Organismo Judicial. 

3. Tratados internacionales 

ratificados por Guatemala, 

particularmente aquellos que regulan 

la libertad de expresión, las garantías 

judiciales y el derecho a un juicio 

justo. 

4. Jurisprudencia nacional relevante, 

incluyendo resoluciones de la Corte 

de Constitucionalidad y otros 

tribunales que aborden conflictos 

entre libertad de prensa e 

independencia judicial. 

5. Estudios académicos, tanto 

nacionales como internacionales, que 

desarrollen teóricamente el equilibrio 

entre estos derechos fundamentales. 

6. Informes y publicaciones 

especializadas, emitidas por 

organismos internacionales y 
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organizaciones de derechos humanos, 

relacionadas con la situación de 

Guatemala. 

 

3.11 Técnicas de investigación 

 

a) Investigación bibliográfica: Se 

revisarán y analizarán fuentes 

académicas (libros y artículos), 

documentos, estudios especializados 

y publicaciones relevantes sobre las 

relaciones entre medios de 

comunicación y poder judicial. Esto 

incluye obras sobre derecho a la 

información, transparencia 

institucional, ética periodística y 

funcionamiento del poder judicial, 

tanto a nivel nacional en Guatemala 

como en contextos internacionales 

comparables. 

b) Observación indirecta y 

sistemática: De la cobertura 

informativa de temas judiciales en 

medios de comunicación (impresos, 

digitales y audiovisuales) y de las 

comunicaciones oficiales emitidas por 

el poder judicial, para registrar 

patrones, dinámicas y características 

de su relación. 

c) Investigación cualitativa: La 

investigación se realizó bajo un 

enfoque cualitativo, mediante el 

análisis e interpretación de textos 

jurídicos, doctrinarios y normativos, 

con el fin de comprender el contenido 

y alcance de las disposiciones 

relacionadas con la libertad de 

expresión y la independencia judicial. 

d) Análisis normativo y citación legal: 

Se empleó la citación de leyes y 

tratados internacionales como parte 

del análisis normativo, permitiendo 

fundamentar jurídicamente los 

argumentos desarrollados en la 

investigación y garantizar respaldo 

legal a las afirmaciones realizadas. 

e) citación de leyes: Se empleó la 

citación de leyes y tratados 

internacionales como parte del 

análisis normativo, permitiendo 

fundamentar jurídicamente los 

argumentos desarrollados en la 

investigación y garantizar respaldo 

legal a las afirmaciones realizadas. 

 

3.12 instrumentos de investigación  

 

Las técnicas o instrumentos de la 

investigación, son los recursos fundamentales 
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que se llegará a utilizar en cuanto al tema de 

investigación de Los medios de 

comunicación y poder judicial, esto permitirá 

llegar a: 

 

a) Analizar si la información es clara y 

comprensible. 

b) Comprender como influye los medios 

de comunicación en la opinión 

pública. 

c) Evaluar el equilibrio de libertad de 

expresión y poder judicial. 

d) Los instrumentos que se utilizaran son 

los siguientes: 

 

1. Documentos: Los documentos serán 

una fuente esencial de información ya 

que permitirán consultar leyes, 

artículos académicos, investigaciones 

previas, noticias y resoluciones 

judiciales relacionadas con el tema. El 

análisis de estos documentos nos 

ayudara: 

a) Comprender el marco legal de que 

regula la libertad de expresión y su 

función judicial.  

b) Identificar posibles conflictos entre la 

cobertura mediática y la 

independencia judicial.  

c) Fundamentar jurídicamente nuestra 

investigación. 

2. Citas bibliográficas: las citas 

bibliográficas permitirán restablecer 

la investigación con el pensamiento 

de autores gracias a ella se fortalecerá 

la base teórica del trabajo y se evitará 

que la información sea solo una 

opinión personal. las citas ayudaran a: 

 

a) Sustentar las ideas con fundamentos 

jurídicos. 

b) comparar diferentes posturas sobre la 

influencia de los medios en los 

procesos. 

c) judiciales dar mayor credibilidad 

información académica al estudio. 

 

3. Archivos: un archivo permite al 

investigador mantener la información 

de los datos sin perder el contexto, 

esto incluye la recolección y 

almacenamiento de datos, revisión y 

análisis y comunicación de hallazgos. 

4. Análisis: Método analítico es un 

procedimiento que se plantea en 

entender fenómenos al describir y 

medir relaciones causales entre ellos, 

implica no solo observar sino también 

interpretar comparar y emitir juicios o 

promover soluciones. 
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5. Observaciones: la observación es 

crucial en la investigación porque 

proporciona datos primarios y 

contextuales que a menudo no pueden 

observarse mediante otros métodos, 

como encuestas o entrevistas permite 

al   investigador   captar   detalles    y  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

matices del comportamiento y las 

interacciones lo que enriquece la 

comprensión del fenómeno estudiado. 

En una observación se utiliza: 

 

a) Registrar los datos. 

b) Analizar los datos. 

c) Definir el objetivo de la información. 
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Capítulo IV 

Marco Teórico 
 

 

4.1 Fundamentos  

4.1.1 Medios de comunicación 

 

Un medio de comunicación es un sistema 

técnico utilizado para transmitir información 

de cualquier tipo a la sociedad, es decir, para 

comunicarse con la gente. 

 

Este término se refiere normalmente a los 

medios que son de carácter masivo, esto es, 

aquellos cuyos contenidos alcanzan a un gran 

número de personas al mismo tiempo. Por 

ejemplo: la radio, la televisión o la prensa 

escrita. 

 

Sin embargo, existen medios de 

comunicación que no son masivos, sino 

interpersonales. Estos facilitan la 

comunicación entre los individuos, de manera 

singular y a menudo personalizada. Por 

ejemplo: el teléfono, el correo postal o la 

mensajería instantánea. 

 

En general, los individuos y las comunidades 

utilizan los medios de comunicación para 

recibir material informativo. Así, tienen 

acceso a descripciones, explicaciones y 

análisis de datos y acontecimientos políticos, 

económicos, sociales o culturales que 

resultan de su interés. 

(concepto , s.f.)  

 

4.1.2 Función de los medios de 

comunicación. 

¿Cuáles son las funciones de los 

medios de comunicación? 

 

La función más obvia de los medios de 

comunicación es comunicar o informar, sin 

embargo, existen muchas otras que no 

solemos tener en cuenta. 

 

En sus orígenes, los medios de comunicación 

de masas fueron concebidos exclusivamente 

como una herramienta de información. El 

desarrollo de las sociedades y en especial los 

avances tecnológicos, ampliaron las 

funciones de los medios convirtiéndolos en 

ejes esenciales de la actual globalizada vida 

en común de la humanidad. 

 

Expertos en el tema y los mismos 

profesionales de las comunicaciones han 

definido las diversas funciones de los medios 

https://www.profesorenlinea.cl/castellano/MediosComunicacionMasa.htm
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de comunicación y con algunos matices 

comunes las caracterizan así: 

 

a) Informar: En un sentido amplio, todo lo 

que aparece en los medios es información. 

Pero por su carácter masivo, todas las 

personas pueden compartir y conocer, en 

tiempo real, los hechos que suceden en su 

entorno y en el mundo fundamentalmente 

a través de la radio y televisión con sus 

noticiarios. 

b) Educar: La función educativa de los 

medios se remonta a la aparición de la 

imprenta, la cual impulsó la difusión 

masiva de textos, antes privilegio de muy 

posos. La impresión de textos y libros de 

corte didáctico y educativo se hizo más 

fácil y desde ese momento la cultura se 

abrió a todos los sectores de la sociedad. 

 

Esta función educativa y de difusión de la 

cultura en general se mantiene y amplifica en 

nuestros días, apoyada en la tecnología, y en 

la masificación de internet. Esta posibilidad 

llega a todos los hogares y los usuarios 

pueden obtener información de todo tipo, 

complementar ideas o aportar en la web, 

subiendo artículos o textos para que otros 

puedan acceder a ellos, permitiendo una 

especie de red solidaria social educativa. 

 

Asimismo, dentro de su función educativa los 

medios masivos de comunicación recogen y 

transmiten los valores culturales de las 

distintas generaciones, pues esta es la única 

forma en que la comunidad se conozca a sí 

misma, asuma sus raíces, su pasado, sepa de 

sus orígenes, reconozca su identidad y se 

proyecte al futuro. 

 

En este plano es muy importante el aporte de 

programas tanto radiales como de televisión 

culturales, de naturaleza, flora y fauna, cine, 

arte, programación que aborde aspectos 

culturales propios de un país, etc. 

 

Hoy, es fácil identificar cuáles son los medios 

de comunicación más comunes: 

 

a) Teléfono, 

b) Periódico 

c) Televisión, 

d) Radio, 

e) e Internet.  

 

4.1.3 Libertad de expresión y medios 

de comunicación 

Libertad de expresión y democracia 

 

La libertad de expresión es un derecho 

humano importante, esencial para la 

democracia en una sociedad. Permite el libre 
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intercambio de ideas, opiniones e 

información, permitiendo a los miembros de 

la sociedad formarse su propia opinión sobre 

asuntos de importancia pública. La libertad de 

expresión contribuye al debate público y 

apoya una prensa libre e independiente, una 

ciudadanía informada y el funcionamiento 

transparente del Estado. 

 

Restricciones 

 

El derecho a la libertad de expresión es muy 

amplio, pero tiene límites y puede 

restringirse. Esto ocurre cuando la libertad de 

expresión de una persona viola los derechos 

de otra o los valores de la sociedad en su 

conjunto. En situaciones como estas, el 

Estado puede restringir o castigar legalmente 

las expresiones que causan daño. Ejemplos de 

esto son las violaciones a la vida privada, la 

difamación, la incitación al odio, la 

obscenidad, la pornografía, el orden público, 

la seguridad nacional, la información 

clasificada, los secretos comerciales o las 

violaciones de derechos de autor. 

 

4.1.4 Medios de comunicación 

 

La libertad de expresión otorga derechos y 

deberes especiales a los medios de 

comunicación. Los medios informan a la 

sociedad sobre asuntos de interés público y 

crean una plataforma importante para el 

debate, el escrutinio y la reflexión públicos. 

Por lo tanto, los medios independientes y el 

periodismo de calidad se consideran el 

"organismo de control" de una sociedad 

democrática.  (Cilvektiesibu gids, s.f.) 

 

4.1.5 Independencia judicial  

 

La independencia judicial es un pilar 

fundamental del Estado de Derecho y un 

componente esencial para la protección y 

garantía de los derechos humanos. En una 

sociedad democrática, toda persona debe 

tener la certeza de que los asuntos que se 

plantean ante la justicia serán resueltos con 

base en la ley y no en intereses políticos, 

económicos o personales, tanto si se trata de 

cuestiones que le afectan individualmente, 

como de asuntos que repercuten en el 

bienestar de toda la sociedad. 

 

La independencia judicial está reconocida en 

la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, la Convención Americana 

de Derechos Humanos, entre otros. Una 

judicatura independiente es clave para 

proteger a las personas frente a violaciones y 

abusos de derechos humanos.  
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En contextos donde estos se cometen por 

parte de fuerzas del orden, funcionariado 

público o incluso particulares con poder, un 

tribunal autónomo tiene la responsabilidad de 

investigar, juzgar y sancionar dichos actos. 

En estos casos, la independencia judicial 

garantiza que las víctimas obtengan 

reparación y que las y los responsables rindan 

cuentas, sin importar su posición o influencia. 

 

La actividad de juezas, jueces y fiscales no 

puede estar desvinculada de la 

responsabilidad. Es decir, deben rendir 

cuentas de sus actos, conducirse con ética, y 

resolver apegándose a derecho. La 

independencia del sistema de justicia debe ir 

acompañada de mecanismos de supervisión 

adecuados que prevengan la corrupción y 

aseguren transparencia en su funcionamiento.  

 

Entre otros, es necesario contar con órganos 

disciplinarios independientes y que cumplan 

con las garantías de un debido proceso; con 

sistemas efectivos de evaluación del 

desempeño judicial, así como con 

procedimientos accesibles que permitan 

denunciar abusos, corrupción o interferencias 

indebidas.  

 

Instrumentos como los Principios Básicos de 

las Naciones Unidas relativos a la 

Independencia de la Judicatura, las 

Directrices de Bangalore sobre la conducta 

judicial y la Observación General No. 32 del 

Comité de Derechos Humanos, constituyen 

marcos normativos esenciales para su 

establecimiento de conformidad con las 

obligaciones internacionales de derechos 

humanos. 

 

En el caso de Guatemala, los informes del 

Alto Comisionado han dado cuenta de serios 

desafíos para la independencia judicial que se 

traducen, por ejemplo, en vulneraciones del 

derecho al debido proceso y el uso indebido 

del derecho penal, incluso por parte de actores 

dentro de instituciones de justicia, en contra 

de personas defensoras de derechos humanos, 

fiscales, juezas, jueces, periodistas, entre 

otras.  

 

En estos informes también se incluyen 

consideraciones con respecto a los procesos 

de elección de autoridades de justicia, que son 

relevantes frente a la designación de 

magistratura de la Corte de 

Constitucionalidad y de fiscal general, 

previstas para 2026.  

 

La visita oficial al país, en mayo, de 

la Relatora Especial de Naciones Unidas 

sobre la independencia de magistrados y 
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abogados Margarett Satterthwaite, en la que 

sostendrá una serie de reuniones con 

entidades del Estado, especialmente del 

sistema de justicia, así como con 

organizaciones de la sociedad civil, es una 

oportunidad para contar con valiosos insumos 

respecto de la situación que prevalece en el 

país sobre la independencia judicial y fiscal y 

recomendaciones para avanzar hacia su plena 

garantía. 

 

Un poder judicial imparcial y autónomo 

permite que la ciudadanía confíe en que sus 

derechos serán respetados, que las leyes serán 

aplicadas con equidad y que ningún poder 

actuará por encima de la ley. Dada esa 

trascendencia, es clave que el análisis, las 

discusiones y propuestas sobre este tema 

involucren a los distintos sectores de la 

sociedad. Garantizar la independencia del 

sistema de justicia es defender la dignidad, la 

libertad y la justicia para todas las personas. 

(Oacnudh, 2025) 

 

4.1.2 Marco Constitucional en 

Guatemala 

4.1.2.1 Libertad de emisión del 

pensamiento en la Constitución  

 

El derecho a la libertad de expresión es una 

prerrogativa fundamental consagrada en 

diversos instrumentos legales a nivel global y 

nacional, permitiendo a los individuos 

expresar sus pensamientos, ideas y opiniones 

libremente. Este derecho es esencial para el 

desarrollo de la democracia y la participación 

ciudadana, permitiendo el debate público y la 

crítica constructiva 

 

La Ley de Emisión del Pensamiento expresa 

que nadie puede ser perseguido ni molestado 

por sus opiniones; pero serán responsables 

ante la ley quienes falten al respeto, a la vida 

privada, o a la moral o incurran en los delitos 

y faltas sancionados legalmente. Sobre este 

aspecto se establece que pueden dar lugar a 

juicio de jurado y a sanciones.  

 

Si bien es cierto que en Guatemala los 

periodistas ejercen su profesión en los 

distintos medios de comunicación social, 

también lo es que la libertad de pensamiento 

y expresión se ve constreñida por el clima de 

temor y amenaza existentes, y que muchos 

periodistas han sido víctimas de la violencia 

que conmueve a dicho país. Algunos 

intelectuales guatemaltecos estiman que la 

libertad de expresión del pensamiento se 

encuentra seriamente limitada. 
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Artículo 5. Libertad de acción: Toda 

persona tiene derecho a hacer lo que la ley no 

prohíbe; no está obligada a acatar órdenes que 

no estén basadas en ley y emitidas conforme 

a ella. Tampoco podrá ser perseguida ni 

molestada por sus opiniones o por actos que 

no impliquen infracción a la misma. 

 

ARTÍCULO 35: Libertad de emisión del 

pensamiento: Es libre la emisión del 

pensamiento por cualesquiera medios de 

difusión, sin censura ni licencia previa. Este 

derecho constitucional no podrá ser 

restringido por ley o disposición 

gubernamental alguna. Quien en uso de esta 

libertad faltare al respeto a la vida privada o a 

la moral, será responsable conforme a la ley.  

 

4.1.2.2 Protección y defensa del 

derecho 

 

En casos de violación al derecho de libertad 

de expresión, los individuos pueden buscar 

protección legal a través de recursos como el 

amparo, presentando casos ante la Corte de 

Constitucionalidad. Esta corte tiene la 

potestad de emitir fallos que protejan los 

derechos fundamentales de los ciudadanos, 

incluida la libertad de expresión. Procedencia 

del Amparo, se instituye El amparo con el fin 

de proteger a la persona contra las amenazas 

de violaciones a sus derechos o para restaurar 

el imperio de los mismos cuando la violación 

hubiera ocurrido no hay ámbito que no sea 

susceptible de amparo ,y procesado siempre 

que los actos, resoluciones, disposiciones o 

leyes de autoridad lleven implícitos una 

amenaza, restricciones o violación a los 

derechos de la Constitución y las leyes 

garantiza artículo 265 de la constitución 

política de la República de Guatemala.  En 

Guatemala, la libertad de expresión es un 

derecho protegido por la Constitución 

Política de la República.  

 

Características 

 

El derecho a la libertad de expresión es 

fundamental y permite a los individuos 

expresar sus pensamientos, ideas y opiniones 

sin censura previa. 

 

La libertad de expresión no es absoluta y 

puede estar sujeta a restricciones legales para 

proteger otros derechos o el orden público 

como el honor, la privacidad y la seguridad 

nacional. 

 

El avance tecnológico y el uso masivo de 

internet y redes sociales han ampliado las 

dimensiones de la libertad de expresión, 

planteando desafíos legales en la regulación. 
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En caso de violación al derecho de libertad de 

expresión, los ciudadanos pueden recurrir a la 

Corte de Constitucionalidad si consideran que 

su derecho a la libertad de expresión ha sido 

violado.  

 

4.1.2.3 Independencia del organismo 

Judicial 

 

La independencia judicial es la capacidad del 

Poder Judicial, para el caso de Guatemala 

representado por el presidente del Organismo 

Judicial y de la Corte Suprema de Justicia de 

Guatemala.  Para que sus miembros 

desempeñen sus funciones de manera libre, 

imparcial y sin interferencias externas de 

otros poderes del Estado, como el Ejecutivo o 

el Legislativo, así como de grupos de interés 

o particulares, tiene dos dimensiones 

principales: 

 

Independencia individual: Se refiere a la 

autonomía de cada juez en la toma de 

decisiones. Los jueces deben tener la libertad 

de interpretar y aplicar la ley sin temor a 

represalias, ya sea en forma de despidos, 

transferencias arbitrarias o daño a su 

reputación. 

 

Independencia institucional: Este aspecto 

asegura que el Poder Judicial, como un todo, 

funcione sin estar subordinado a otros 

poderes del Estado. Incluye la asignación de 

recursos suficientes y la existencia de 

mecanismos legales que prevengan 

interferencias externas. 

 

4.1.2.4 Importancia de la 

independencia judicial 

Protección de los derechos humanos 

 

Una judicatura independiente es clave para 

garantizar que los derechos fundamentales de 

los ciudadanos estén protegidos. Sin 

independencia judicial, las personas podrían 

enfrentarse a juicios injustos y a violaciones 

de sus derechos. 

 

a) Lucha contra la corrupción: 

La autonomía judicial impide 

que los jueces sean 

manipulados por intereses 

corruptos. 

b) Estabilidad democrática: 

Sin independencia judicial, las 

democracias son más 

vulnerables a la concentración 

de poder y al autoritarismo. 

c) Equilibrio de poderes: La 

independencia judicial actúa 

como un contrapeso frente a 
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los otros poderes del Estado. 

Previene el abuso de poder y 

asegura que las leyes se 

apliquen de manera equitativa. 

d) Confianza ciudadana en la 

justicia: Cuando los 

ciudadanos perciben que los 

jueces actúan con autonomía e 

imparcialidad, se refuerza la 

confianza en el sistema de 

justicia. Esto es esencial para 

la estabilidad social y la 

convivencia democrática. 

e) Atracción de inversión 

extranjera: Un sistema 

judicial independiente y 

confiable genera seguridad 

jurídica, lo que fomenta la 

inversión y el desarrollo 

económico. Los inversores 

necesitan la certeza de que, en 

caso de disputas legales, los 

tribunales resolverán de 

manera justa y transparente. 

 

4.1.2.5 Amenazas para la 

independencia judicial  

 

A pesar de su importancia, la independencia 

judicial enfrenta múltiples desafíos, como: 

a) Presiones políticas: La influencia, 

intervención o presiones que se 

ejercen de forma indebida por parte de 

los integrantes de partidos o líderes 

gubernamentales. Buscando influir en 

las decisiones judiciales o nombrar 

jueces leales a su agenda. 

b) Falta de recursos: Presupuestos 

insuficientes que limitan la capacidad 

de actuar del Poder Judicial, cuando 

se asignan recursos insuficientes tanto 

financieros, humanos y tecnológicos. 

Pero también cuando exista una mala 

distribución de estos recursos a lo 

interno del poder judicial por parte de 

sus autoridades. 

c) Corrupción interna: Casos de jueces 

que actúan bajo influencias externas o 

intereses personales. También existen 

los casos en donde el personal de 

alguna judicatura quien busca un 

beneficio personal o se deja 

influenciar por entes externos para el 

retardo malicioso de casos o que las 

resoluciones beneficien a cierto 

personaje o sector, lo que puede 

socavar la imparcialidad. 

d) Presión mediática o social: Los 

jueces pueden enfrentarse a campañas 
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de desprestigio que buscan influir en 

sus decisiones. 

 

Criminalización de personas operadoras de 

justicia en Guatemala: Esta funciona como 

estrategia para asegurar la impunidad, 

aumentando los ataques a la independencia de 

jueces, jueces y fiscales. En el caso de 

Guatemala se vio un incremento sustancial 

tras la salida de la Comisión Internacional 

contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) 

en 2019. 

 

4.1.2.4 Principios de supremacía 

constitucional y jerarquía normativa 

 

Principio de supremacía constitucional: Este 

principio constitucional regula que la 

constitución política de la república de la ley 

suprema del Estado de Guatemala, por lo que 

todas las demás normas jurídicas deben 

ajustar sus disposiciones para que respeten 

efectivamente los mandatos constitucionales. 

Siendo nulos ipso jure todas aquellas 

disposiciones de inferior categoría que 

violen, limiten o disminuyan disposiciones 

constitucionales. 

 

Lo encontramos en el último párrafo del 

artículo 44 que dispone que “Serán nulos ipso 

jure las leyes y las disposiciones gubernativas 

o de cualquier otro orden que disminuyan, 

restrinjan o tergiversen los derechos que la 

constitución garantiza.” 

 

El artículo 147 por su parte dispone “Ninguna 

ley podrá contrariar las disposiciones de la 

constitución, Las leyes que violen o 

tergiversen los mandatos constitucionales son 

nulas ipso jure” 

 

4.1.2.5 Jerarquía normativa: 

 

Hans Kelsen sobre la sistematización del 

ordenamiento jurídico, en un sistema basado 

en jerarquías de las normas jurídicas. Dicta 

teoría fue implementada en Guatemala de la 

siguiente manera: 

 

Se considera que existen básicamente cuatro 

grados jerárquicos en los que se encuentra 

estructurado el sistema normativo 

guatemalteco. 

 

a) Normas Constitucionales, que 

influye la constitución y las                   

denominadas leyes constitucionales. 

b) Normas ordinarias, que comprende 

los decretos emitidos por el congreso 

de la república mediante el 

procedimiento legislativo 

correspondiente, leyes formales y los 
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decretos leyes aprobados durante los 

gobiernos de facto. 

c) Normas reglamentarias, que 

comprende los reglamentos y 

acuerdos gubernativos emitidos para 

desarrollar las leyes ordinarias. 

d) Normas individualizadas, que 

abarca aquellas normas aplicadas 

solamente a un caso concreto. 

 

4.1.3. LEGISLIZACIÓN EN 

GUATEMALA 

 

4.1.3.1 Ley de Emisión del 

Pensamiento 

 

La Ley de Emisión del Pensamiento en 

Guatemala es una norma de carácter 

constitucional y legal que garantiza que toda 

persona puede expresar libremente sus ideas, 

opiniones e información por cualquier medio, 

sin que el Estado pueda aplicar censura previa 

o exigir permisos antes de la publicación. 

Esto significa que se protege la libertad del 

pensamiento y de la prensa, lo cual es 

indispensable en una sociedad democrática. 

 

4.1.3.2 Contenido y alcances 

 

Libertad irrestricta de expresión: El artículo  

principal de esta ley señala que la emisión del  

pensamiento es libre por cualquier medio de 

difusión y no puede estar sujeta a censura 

previa ni a la exigencia de licencia o permisos 

antes de expresarlo. 

 

Responsabilidad posterior: Aunque se 

prohíbe la censura previa, la ley contempla 

que quien al ejercer su libertad de expresión 

falte al respeto de la vida privada o la moral 

de otra persona puede ser responsable 

conforme a la ley. 

 

Acceso a información: La libertad de buscar, 

recibir y difundir información está 

garantizada, y los medios de comunicación y 

periodistas tienen acceso libre a fuentes de 

información sin restricciones arbitrarias por 

parte del Estado u otras autoridades. 

 

4.1.3.3 Contexto internacional 

 

La libertad de expresión en Guatemala no 

solo está en la legislación interna; también 

está alineada con instrumentos 

internacionales como la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, que 

reconoce el derecho a buscar, recibir y 

difundir ideas sin censura previa, pero con 

responsabilidades debidamente definidas por 

la ley. 
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4.1.3.2 Ley del Organismo Judicial 

 

La Ley del Organismo Judicial es la norma 

que regula cómo está organizado el sistema 

de justicia en Guatemala, incluyendo los 

tribunales, cortes y juzgados. Su importancia 

radica en que garantiza la independencia 

judicial, uno de los pilares del Estado de 

Derecho. Sin independencia, la justicia no 

puede funcionar de manera imparcial ni 

equitativa. 

 

Principales aspectos 

 

a) Independencia de los jueces: La ley 

establece que los jueces deben actuar 

conforme a la Constitución y las leyes, sin 

presiones o influencias externas (por 

ejemplo, políticas o mediáticas). Esto es 

fundamental para garantizar la justicia y 

la imparcialidad. 

b) Debido proceso: El debido proceso 

incluye que nadie puede ser juzgado o 

condenado sin el cumplimiento de las 

formalidades legales y el derecho de 

defensa. 

c) Publicidad de las audiencias: En muchos 

casos, los actos judiciales son públicos 

para transparencia, pero pueden tener 

excepciones en investigación o 

protección de derechos. 

Importancia en relación con los medios 

 

Cuando los medios informan sobre procesos 

judiciales de alto impacto, su cobertura puede 

influir en la opinión pública. Aun cuando 

informar sobre casos es un derecho, los jueces 

deben mantener su independencia y no basar 

sus decisiones en presiones externas o 

expectativas sociales. 

 

4.1.3.3 Normativa relacionada con el 

acceso a la información pública 

 

Una pieza clave para la transparencia en 

Guatemala es la Ley de Acceso a la 

Información Pública (Decreto 57-2008). Esta 

ley busca garantizar que toda persona pueda 

solicitar y recibir información que esté en 

poder de las instituciones estatales. Es un 

derecho reconocido en el Estado de Derecho 

y sirve para que los ciudadanos, los 

comunicadores y los investigadores puedan 

conocer cómo funcionan los órganos del 

Estado. 

 

4.1.3.3.1 Aspectos centrales 

 

a) Acceso sin justificación: Las 

instituciones públicas están obligadas 

a proveer información sin que el 
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ciudadano deba justificar la razón de 

su solicitud. 

b) Información de oficio: Muchos datos 

y documentos deben estar disponibles 

incluso sin que nadie los solicite, 

como estadísticas, contratos, gastos 

públicos, etc. 

c) Limitaciones legales: No toda la 

información puede hacerse pública; 

existen excepciones, especialmente 

cuando se trata de investigaciones en 

curso o seguridad nacional. 

 

4.1.3.3.2 Importancia para los medios 

 

Los medios de comunicación, al tener acceso 

a información pública, pueden investigar 

actos de corrupción, decisiones 

gubernamentales o desempeño de 

instituciones. Este derecho fortalece la 

transparencia y la rendición de cuentas del 

Estado. 

 

4.1.3.4 Responsabilidad de los medios 

de comunicación 

 

La libertad de expresión y la libertad de 

prensa son derechos protegidos tanto en la 

Constitución como en la Ley de Emisión del 

Pensamiento. Sin embargo, estos derechos no 

son absolutos; los medios también tienen 

responsabilidades y límites legales. 

 

4.1.3.4.1 Límites a la libertad de 

expresión 

 

a) Respeto al honor y reputación: La 

Constitución establece que quien, en 

el uso de la libertad de pensamiento, 

falte al respeto a la vida privada o a la 

moral de alguien será responsable 

conforme a la ley. Esto se traduce en 

que los medios deben cuidar no 

difamar o dañar injustamente a las 

personas. 

b) Rectificación o respuesta: Las 

personas ofendidas o afectadas por 

informaciones inexactas tienen el 

derecho de solicitar una rectificación 

o respuesta a través del mismo medio.  

c) Protección de derechos de terceros: 

La libertad de expresión no puede 

vulnerar otros derechos 

fundamentales, como la privacidad, la 

seguridad o la dignidad humana. 

 

Responsabilidad ética y profesional Además 

de las obligaciones legales, los medios tienen 

responsabilidades éticas hacia el público. La 

práctica del periodismo responsable implica 

que la información sea veraz, completa y 
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contextualizada, respetando la dignidad y los 

derechos de las personas. Esto es parte de 

normas o códigos de ética profesional que 

existen en el periodismo mundial y son 

recomendados en Guatemala. 

 

4.1.3.4.2 Situación actual en 

Guatemala 

 

Aunque la ley garantiza libertad de expresión, 

diversas organizaciones internacionales han 

señalado que en la práctica hay retos 

importantes: presiones, criminalización de 

periodistas, falta de protección y dificultades 

en el acceso real a información pública. Esto 

implica que, aunque el marco legal existe, su 

aplicación enfrenta obstáculos en la realidad. 

 

4.1.4 Tratados Internacionales 

Ratificados por Guatemala 

4.1.4.1 Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos (1969) 

 

En el artículo número trece del Tratado 

Internacional de la Convención Americana 

Sobre Derechos Humanos o también 

conocido como el Pacto de San José habla 

sobre la Libertad de Pensamiento y de 

Expresión donde nos explica que toda 

persona posee el derecho fundamental a la 

libertad de pensamiento y de expresión, lo 

que implica que cada individuo es libre de 

buscar, recibir y compartir tanto como ideas, 

pensamiento o información de cualquier 

naturaleza. Esta libertad no conoce fronteras 

y puede ejercerse de manera oral, por escrito, 

a través de expresiones artísticas o mediante 

cualquier otro procedimiento que la persona 

elija para comunicarse. 

 

El ejercicio de este derecho no puede estar 

sometido a una censura previa que impida la 

difusión de un mensaje antes de que ocurra. 

No obstante, esto no significa que no exista 

responsabilidad; quienes se expresan deben 

asumir las consecuencias legales posteriores 

si sus palabras afectan los derechos o la 

reputación de terceros, o si ponen en riesgo la 

seguridad nacional, el orden público, la salud 

o la moral pública. Estas responsabilidades 

deben estar claramente establecidas por la ley 

y ser estrictamente necesarias para proteger 

dichos bienes. 

 

Asimismo, se prohíbe cualquier intento de 

restringir este derecho de forma indirecta, 

como podría ser el control abusivo de 

recursos necesarios para la prensa (papel, 

frecuencias radioeléctricas o aparatos 

electrónicos) o cualquier otra táctica que 

busque silenciar la propagación de opiniones. 
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La única excepción a la prohibición de la 

censura previa se da en los espectáculos 

públicos, donde la ley puede regular el acceso 

exclusivamente para proteger la moral de la 

infancia y la adolescencia.  

 

Finalmente, el derecho a expresarse tiene un 

límite ético y legal inviolable: queda 

terminantemente prohibida cualquier 

propaganda que promueva la guerra o 

discursos de odio nacional, racial o religioso 

que inciten a la violencia o a la discriminación 

contra cualquier persona o grupo.  

 

a) Decreto del congreso número 6-78, 

del 30 de marzo de 1978. 

b) Fecha de ratificación: 27 de abril de 

1978. 

c) Fecha de depósito: 25 de mayo de 

1978 –OEA.  

d) Fecha de publicación: 13 de julio de 

1978. 

e) Entrada en vigor: 18 de julio de 1978 

 

4.5.2 Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (1966) 

 

En Articulo diecinueve del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

se establece que el pensamiento es un 

territorio sagrado e inviolable. Cada persona 

tiene el derecho absoluto de cultivar sus 

propias convicciones, dudas y visiones del 

mundo sin temor a ser perseguida, señalada o 

discriminada por ello. Este principio 

reconoce que nuestra identidad se construye a 

través de nuestras opiniones, y que nadie no 

importando que sea un gobierno o un grupo 

social tiene la autoridad para castigar a 

alguien simplemente por lo que cree en la 

intimidad de su conciencia. 

 

Por otro lado, la libertad de expresión se 

presenta como el puente que conecta nuestra 

mente con el mundo exterior. No se trata solo 

de hablar, sino de un ciclo vital de 

intercambio: tenemos el derecho de curiosear, 

investigar y recibir conocimientos, así como 

la valentía de difundirlos. Este derecho rompe 

cualquier barrera física o digital; nos permite 

ser creativos a través del arte, la escritura o la 

palabra hablada, asegurando que nuestras 

ideas puedan viajar por todo el planeta sin que 

las fronteras se conviertan en muros para la 

verdad o la imaginación. 

 

Sin embargo, esta libertad no es un cheque en 

blanco, sino un ejercicio de madurez 

ciudadana. Al vivir en comunidad, nuestras 

palabras tienen un impacto real en la vida de 

los demás. Por eso, el derecho a expresarnos 

conlleva la responsabilidad ética de no 
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pisotear la dignidad ajena ni destruir la 

reputación de terceros con mentiras. Existen 

límites claros y necesarios, siempre dictados 

por la ley, que buscan un equilibrio: proteger 

la paz de todos, la salud pública y la seguridad 

común. En esencia, somos libres para hablar, 

siempre y cuando nuestra voz no se convierta 

en un arma que dañe el tejido social que nos 

sostiene. 

 

a) Decreto del Congreso número 9-92, 

del 19 de febrero de 1992.  

b) Fecha de adhesión: 1 de mayo de 

1992. 

c) Fecha de depósito: 16 de marzo de 

1992 –ONU.  

d) Fecha de publicación: 11 de 

septiembre de 1992. 

e) Entrada en vigor: 23 de marzo de 

1976 

 

4.5.3 Convenio 87-OIT Relativo a la 

Libertad Sindical y a la Protección del 

Derecho de Sindicación   

 

Este convenio, en esencia, es el corazón de los 

derechos laborales en todo el mundo. Lo que 

busca es algo muy humano: que tanto 

trabajadores como empleadores tengan la 

libertad de unirse para defender lo que 

consideran justo, sin que el gobierno o 

cualquier autoridad externa les diga cómo 

hacerlo. 

 

La idea principal es que cualquier grupo de 

personas tiene el derecho de formar su propio 

sindicato o asociación simplemente porque 

así lo deciden, sin tener que pedir permiso 

previo. Es como decir que la unión nace de la 

voluntad de la gente, no de una concesión del 

Estado. Una vez formados, estos grupos son 

dueños de su propio destino: ellos mismos 

escriben sus reglas, eligen a sus líderes y 

deciden qué acciones tomar para mejorar sus 

condiciones de vida y trabajo, sin miedo a que 

alguien intervenga en sus asuntos internos. 

 

Además, el documento actúa como un escudo 

protector. Establece que un gobierno no 

puede simplemente "cerrar" o disolver un 

sindicato por un decreto administrativo; para 

algo tan serio, tendría que haber un proceso 

legal justo. También les da el derecho de 

conectarse con otros grupos, ya sea formando 

federaciones nacionales o uniéndose a 

movimientos internacionales, porque 

entiende que la fuerza de los trabajadores 

crece cuando se apoyan unos a otros. 
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En resumen, más que un texto legal frío, es un 

compromiso para que la voz de quienes 

trabajan sea respetada. Reconoce que la 

libertad de asociación es un derecho humano 

fundamental que permite que la sociedad sea 

más equilibrada, permitiendo que las 

personas se organicen con autonomía y 

dignidad. 

 

a) Decreto legislativo número 843, del 7 

de noviembre de 1951. 

b) Fecha de ratificación: 28 de enero de 

1952.  

c) Fecha de depósito: 13 de febrero de 

1952 – OIT.  

d) Fecha de publicación: 11 de febrero 

de 1952. 

e) Entrada en vigor: 4 de julio de 1950 

 

4.1.5 Los medios y la justicia: 

 

a) Libertad de Expresión vs. 

Criminalización: Aunque el artículo 

35 de la Constitución garantiza la 

libre expresión sin censura previa, el 

primer semestre de 2025 registró 32 

agresiones contra periodistas, según 

la Red Rompe el Miedo Guatemala. 

Informes indican que continúa la 

criminalización contra la prensa y la 

corrupción judicial perpetúa un 

ambiente hostil. 

b) Independencia Judicial y 

Medios: Existe una desconfianza 

generalizada hacia el Ministerio 

Público y el sistema judicial, lo que ha 

reducido las denuncias a mínimos 

históricos. Se reporta injerencia del 

poder político en los tribunales, los 

cuales conocen casos de alto impacto 

y corrupción. 

c) La tarea del gobierno: La 

organización establece cuatro 

acciones que debe realizar el gobierno 

para garantizar la plena seguridad de 

las y los periodistas en el ejercicio 

periodístico. Pide que se implemente 

una política de protección para 

defensores de derechos humanos, 

periodistas y trabajadores de medios 

de comunicación. 

 

Planteó como una necesidad urgente frenar el 

abuso del sistema judicial para la 

criminalización contra las y los periodistas. 

“Casos como el de José Rubén Zamora ponen 

de manifiesto la urgente necesidad de 

prevenir el acoso judicial a periodistas y 

garantizar que el sistema judicial no se 
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convierta en un arma para reprimir la libertad 

de prensa”, se lee en el informe. 

 

RSF pide al gobierno “reconocer el papel 

esencial del periodismo en la democracia y 

trabajar activamente para contrarrestar la 

retórica que desacredita o pone en peligro a 

los trabajadores de los medios de 

comunicación”. 

 

La organización señala la urgente necesidad 

de investigar los delitos contra el ejercicio 

periodístico, garantizando que los autores 

enfrenten la justicia. “Reforzar la capacidad 

de las fuerzas de seguridad para hacer frente 

a los delitos contra la prensa es fundamental 

para combatir la impunidad y garantizar la 

rendición de cuentas por las agresiones a 

periodistas”, indica el informe. 

 

Reporteros Sin Fronteras ha sido una de las 

organizaciones de periodistas a nivel 

internacional, que ha abogado por la libertad 

de prensa en Guatemala. En 2024, sus 

representantes realizaron varias visitas para 

verificar el ambiente en el que las y los 

periodistas ejercen su labor periodística. 

 

4.1.5.1 Lo que ha dicho la corte de 

constitucionalidad 

 

La Corte de Constitucionalidad (CC) emitió 

un fallo con el que negó otorgar la protección 

a periodistas y columnistas que trabajaron en 

el extinto diario el Periódico, que dirigió José 

Rubén Zamora Marroquín, criminalizados 

por la Fiscalía Especial Contra la Impunidad 

(FECI) de Rafael Curruchiche, quien los 

señala de obstrucción de justicia por las 

publicaciones que realizaron como parte de 

su trabajo. 

 

El recurso legal fue solicitado por la Cámara 

de Locutores Profesionales de Guatemala, la 

Asociación Cronistas Deportivos, Asociación 

de Periodistas de Guatemala, Federación 

Guatemalteca de Escuelas Radiofónicas 

(FGER), el gremio de periodistas de 

Guatemala e integrantes del colectivo Red 

Rompe el Miedo Guatemala, contra el fiscal 

Rafael Curruchiche y la fiscal regional del 

metropolitana, Silvia Janeth García Guzmán. 

 

Lo que pedían era que se cesara la 

criminalización de Edgar Gutiérrez, Gerson 

Ortiz, Julia Corado, Gonzalo Marroquín 

Godoy, Cristian Velix, Alexander Valdéz, 

Rony Ríos y Denis Aguilar, contra quienes la 

FECI pidió que se iniciara una investigación 

utilizando la Ley contra la Delincuencia 

Organizada, por sus publicaciones. 
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 José Rubén Zamora, aunque ha recibido 

medidas sustitutivas en algunos procesos, 

sigue enfrentando una batalla legal extensa 

que es vista por observadores internacionales 

como el "caso testigo”. 

 

4.1.5.2 Periodistas en el exilio 

 

La FECI pretende usar la Ley contra la 

Delincuencia Organizada para juzgar a los 

periodistas por las publicaciones realizadas 

sobre los vicios en el caso que se sigue contra 

el periodista José Rubén Zamora y otros 

expedientes de criminalización. 

 

El 28 de febrero de 2023, durante la audiencia 

de primera declaración de José Rubén 

Zamora, por un segundo caso que la FECI 

sigue en contra del fundador del Periódico, la 

fiscal Cinthia Edelmira Monterroso, pidió al 

juez Jimi Bremer considerar una 

investigación penal en contra de seis 

periodistas y un columnista. 

 

Monterroso criminalizó las publicaciones 

periodísticas sobre los casos en los que se 

juzga a Zamora, así como en los que ella es 

mencionada. La fiscal señaló al columnista 

Edgar Gutiérrez y a los periodistas Gerson 

Ortiz, Julia Corado, Gonzalo Marroquín 

Godoy, Cristian Velix, Alexander Valdez, 

Rony Ríos y Denis Aguilar. Además, se 

refirió al financiamiento de los medios de 

comunicación independientes. 

 

Pese a que la petición atenta contra la libertad 

de expresión, el juez Bremer, incluido en la 

lista de actores corruptos y antidemocráticos 

de Estados Unidos, aceptó la solicitud de 

investigar a periodistas y medios de 

comunicación, porque consideró que se 

estaba afectando “maliciosamente” a fiscales, 

operadores de justicia, jueces, magistrados y 

otros funcionarios. 

 

A raíz de ese fallo, la FECI, incumplió la 

orden del juez, Curruchiche tomó el caso y 

realizó diligencias de investigación contra los 

periodistas y columnistas. Entre estas, 

diligencias de investigación en la Hemeroteca 

Nacional; donde documentó y tomó 

fotografías de las publicaciones realizadas en 

elPeriódico. 

 

Además, giró instrucciones a la División de 

Investigación Criminal para que perfilara a 

los comunicadores, varios de ellos en el 

exilio. Otra diligencia realizada fue la 

solicitud de información migratoria y 

personal. 
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4.1.5.3 Lo que ha dicho la corte 

Interamericana de Derechos Humanos 

 

Las organizaciones internacionales firmantes 

saludamos la publicación del 

informe presentado por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH). Reconocemos el análisis riguroso y 

la profundidad de sus hallazgos -resultado de 

la visita realizada al país en julio de 2024 y 

del monitoreo que por años ha realizado la 

Comisión- así como su importancia para 

visibilizar la crisis de institucionalidad 

democrática que enfrenta el país. 

 

El informe confirma que desde el cierre de la 

Comisión Internacional contra la Impunidad 

(CICIG) se ha agudizado la crisis del sistema 

de justicia, la instrumentalización del derecho 

penal con fines de persecución política y la 

falta de independencia judicial, lo cual ha 

debilitado gravemente la democracia, el 

Estado de Derecho y los derechos humanos. 

 

La CIDH señala que “la criminalización se 

consolidó como una práctica generalizada en 

Guatemala”, y describe los patrones de 

interferencia, cooptación y abuso 

institucional que afectaron al Ministerio 

Público, al Organismo Judicial, a los 

mecanismos electorales y al sistema de pesos 

y contrapesos.  Además, identifica a los 

actores responsables de la cooptación y el 

debilitamiento institucional. 

 

El informe destaca la importancia de avanzar 

en reformas estructurales que garanticen la 

independencia judicial, reformas para 

mejorar los procesos de selección de 

autoridades del sistema de justicia conforme 

a estándares internacionales, cesar el uso 

indebido del sistema penal,  desestimar y 

archivar los casos de criminalización, 

asegurar el derecho a la defensa y realizar un 

examen independiente del Ministerio Público 

durante los últimos 7 años y su impacto en los 

derechos humanos que impulse una reforma a 

su ley de creación. 

 

Este informe debe ser considerado frente a los 

procesos de selección del Tribunal Supremo 

Electoral (TSE), Corte de Constitucionalidad 

(CC), Fiscal General y Contralor General de 

Cuentas a desarrollarse en 2026, pues sus 

resultados marcarán de manera decisiva la 

capacidad del Estado para garantizar justicia, 

proteger la voluntad popular y revertir la 

captura institucional. 

 

En línea con las recomendaciones de la 

CIDH, las organizaciones firmantes hacemos 

un llamado a las autoridades correspondientes 
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a asegurar procesos de selección basados en 

mérito, idoneidad y trayectoria, sin criterios 

políticos ni clientelares. Con mecanismos de 

evaluación pública y transparente, que 

permitan el escrutinio social. Sin presiones 

indebidas de actores políticos, económicos o 

criminales. Se debe velar por la 

independencia judicial y la autonomía de la 

fiscalía general y el órgano electoral. 

 

Las próximas designaciones representan una 

oportunidad histórica para avanzar hacia un 

sistema de justicia verdaderamente 

independiente, capaz de proteger los derechos 

humanos y de garantizar elecciones libres, 

confiables y transparentes, por lo cual 

hacemos un llamado a los diversos sectores 

sociales y a la comunidad internacional a 

mantener una vigilancia activa sobre estos 

procesos y a respaldar los esfuerzos para 

reconstruir la institucionalidad democrática. 

 

4.1.5.4 El Estado de Guatemala debe 

garantizar de forma plena y efectiva el 

derecho a la libertad de expresión y a la 

libertad de prensa 

 

Washington D.C. - La Relatoría Especial para 

la Libertad de Expresión (RELE) de la 

Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH) se pronuncia sobre las 

garantías para el ejercicio de la libertad de 

expresión y de prensa en Guatemala, externa 

su preocupación por los reportes recibidos y 

llama al Estado a garantizar de forma plena y 

efectiva estos derechos fundamentales. 

 

En los últimos meses, la Relatoría Especial ha 

recibido varios reportes que reclaman 

atención de la Oficina con respecto a la 

libertad de expresión en Guatemala, 

principalmente relativos a agresiones, 

intimidaciones y acoso judicial con alegados 

fines de silenciamiento. En particular, el 

procesamiento judicial de periodistas 

coincide con la vigencia de balances de la 

CIDH De acuerdo a la información recibida, 

José Rubén Zamora y Flora Silva  presidente 

y directora financiera del medio de 

comunicación El Periódico, 

respectivamente  han sido objeto de 

persecución judicial por parte del Ministerio 

Público (MP).  

 

Las autoridades del Estado han señalado que 

el proceso penal no está relacionado con 

actividades periodísticas; y que las 

diligencias judiciales alrededor de su caso se 

realizan en estricto apego al marco legal y los 

derechos humanos.  
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En contraste, la información reportada a esta 

Oficina por abundantes representantes de la 

sociedad civil indica que el procesamiento 

judicial de José Rubén Zamora y Flora Silva 

podrían tener relación con la labor 

periodística. La Relatoría ha informado al 

Estado que está haciendo seguimiento al 

proceso, y manifiesta que la libertad de prensa 

comprende no sólo actividades editoriales 

sino también aquellas relativas a la 

sostenibilidad de los medios de 

comunicación. 

 

Según pudo conocer esta Oficina, agentes del 

MP y de la Policía Nacional Civil habrían 

allanado las viviendas de José Rubén Zamora, 

presidente de El Periódico, el 29 de julio; y de 

Flora Silva, la directora financiera, el 19 de 

agosto. Ambos habrían sido detenidos por la 

supuesta comisión de delitos vinculados al 

lavado de activos, entre otros. Asimismo, el 

29 de julio se habrían allanado las oficinas de 

Aldea Global S.A., una entidad comercial que 

–al estar a cargo de la gestión administrativa 

del medio de comunicación– comparte las 

instalaciones con El Periódico. 

 

El periodista José Rubén Zamora es 

beneficiario de medidas cautelares de la 

CIDH desde 2003, cuando la Comisión 

entendió que existía un riesgo inminente a su 

vida e integridad personal con motivo de una 

serie de ataques físicos y amenazas recibidas 

en el ejercicio de su profesión, y del contexto 

de violencia contra la prensa en Guatemala. 

Conforme a las facultades que otorga el 

mecanismo de medidas cautelares, la CIDH y 

su Relatoría Especial han solicitado 

recientemente al Estado una visita de trabajo 

para constatar la situación de Zamora. 

 

A estos hechos se suman otros casos que han 

llegado a conocimiento de la RELE, 

relacionados con denuncias calificadas como 

espurias y dirigidas a impedir la publicación 

de investigaciones sobre asuntos de 

relevancia pública y política. Entre otros 

reportes documentados, en septiembre de 

2021, un exministro de Comunicaciones 

habría interpuesto una denuncia en contra del 

periodista Juan Luis Font, director del espacio 

informativo Con Criterio, por la supuesta 

comisión de los delitos de asociación ilícita y 

colusión.  

 

El reportero confirmó a esta Oficina haber 

salido del país y denunció hostigamiento y 

represalias vinculadas a su labor que le 

disuaden de continuar ejerciendo el 

periodismo desde Guatemala. Al respecto, el 



58 
 

Estado señaló que dicho proceso se encuentra 

bajo reserva legal y que el ente investigador 

continúa con las diligencias para dilucidar la 

comisión o no de los hechos señalados. 

 

Las autoridades enfatizaron que la denuncia 

aquí mencionada fue interpuesta por un 

tercero y no por el MP, y que el Estado no 

persigue al periodista por su labor 

informativa. 

 

Asimismo, en junio de este año, el MP abrió 

una investigación contra periodistas 

de Agencia Ocote luego de que entrevistaran 

a una fiscal en prisión y produjeran un 

pódcast sobre su caso. Asimismo, en 2021 la 

Relatoría registró en su informe anual la 

activación de acciones penales contra los 

periodistas Sonny Figueroa y Marvin del Cid 

por parte de personas funcionarias y 

exfuncionarias del gobierno, supuestamente 

luego de que publicaran investigaciones 

periodísticas que los involucraban.  

 

El Estado señaló que "no hay una persecución 

particular ni por su labor periodística ni existe 

acoso profesional contra ambos periodistas". 

Además, agregó que "el proceso penal 

iniciado contra los agentes de la Policía 

Nacional Civil por las agresiones 

denunciadas por ambos periodistas es prueba 

del compromiso estatal por llevar justicia a 

todos". 

 

En este marco, la Relatoría también ha sido 

informada sobre el incremento de 

comportamientos inauténticos coordinados 

por parte de cuentas anónimas en redes 

sociales, que según se ha señalado difunden 

información estatal de carácter reservado, o 

anuncian actos que luego son ejecutados por 

parte del Estado, por ejemplo, en relación con 

juicios penales. Sobre este punto, el Estado ha 

informado que "dichas publicaciones en 

ningún momento han sido ventiladas por 

cuentas oficiales del Estado de Guatemala, así 

como tampoco por sus funcionarios públicos, 

por lo que no es atribuible al Estado". 

 

En el contexto descripto, preocupa 

especialmente a la Relatoría Especial los 

casos de Anastasia Mejía y Michelle 

Mendoza, entre otras mujeres periodistas y 

comunicadoras que investigan asuntos 

vinculados a corrupción e impunidad en 

Guatemala que también han reportado sobre 

el deterioro de las garantías a su libertad de 

expresión. La información documentada 

indica que las amenazas a través de redes 

sociales, como también los procesos 

judiciales que enfrentan las mujeres 
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periodistas integran elementos de violencia 

de género que el Estado debe considerar. 

 

Adicionalmente, en su función de monitoreo 

la RELE ha documentado el asesinato del 

periodista Orlando Villanueva en Puerto 

Barrios, departamento de Izabal, entre otros 

hechos de violencia, que incluyen alegadas 

agresiones y destrucción de equipos de 

trabajo de reporteros. Sobre el crimen del 

periodista, el Estado reafirmó su compromiso 

en la realización de una investigación que 

esclarezca los hechos y resulte en las 

sanciones correspondientes.  

 

En este sentido, informó a esta Oficina que la 

Fiscalía de Delitos contra Periodistas ha 

realizado diversas acciones y establecido una 

línea de investigación. Además, la 

Relatoría se ha pronunciado previamente 

sobre las vulneraciones de derechos y los 

obstáculos específicos que enfrentan las y los 

comunicadores comunitarios en Guatemala.  

La Oficina ha dado particular seguimiento a 

los casos de los periodistas Juan Bautista Xol, 

Baudilio Choc y Carlos Choc, quienes han 

denunciado públicamente procesos judiciales 

en su contra y operativos policiales en sus 

residencias luego de que dieran cobertura a 

una serie de manifestaciones de la población 

maya Q’eqchi’ en El Estor, Izabal, y sobre el 

uso de la fuerza pública para dispersarla, en 

octubre de 2021. Si bien esta Oficina fue 

informada de que existirían dos procesos 

penales vigentes en contra del periodista 

Carlos Choc, el Estado informó que no hay 

denuncias interpuestas en su contra, y que no 

existen acciones estatales para impedir su 

actividad periodística. 

 

Finalmente, la Relatoría también tomó 

conocimiento de que el Congreso de la 

República archivó la Ley de Prevención y 

Protección contra la Ciberdelincuencia, luego 

de que se aprobaran una serie de objeciones y 

observaciones de diputados. 

 

La RELE saluda la decisión del órgano 

legislativo de desestimar esta norma, que 

contenía disposiciones que por su vaguedad 

otorgaban amplios márgenes de 

discrecionalidad en su aplicación y que 

corrían el riesgo de ser utilizadas en 

detrimento del derecho a la libertad de 

expresión. 

 

La información recopilada por la RELE 

indica que estos hechos se insertan en un 

contexto de intensa judicialización a personas 

que cumplen un rol relevante en la vida 

pública y contribuyen al debate democrático 
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en Guatemala. A juicio del Estado, el hecho 

de que existan diversas acciones legales 

interpuestas contra comunicadores –en 

algunos casos iniciadas por particulares– se 

enmarca dentro de los derechos 

constitucionalmente garantizados. 

 

Frente a las consideraciones expuestas, esta 

Oficina recuerda que el sistema 

interamericano de derechos humanos protege 

de manera reforzada los discursos de interés 

general y sobre conductas de funcionarios 

públicos ya que resultan indispensables en 

una sociedad plural para ejercer el control 

público sobre los actos de gobierno y 

administración.  

 

Ello implica, según sostuvo la Corte 

Interamericana, que la respuesta punitiva del 

Estado mediante el derecho penal no es 

convencionalmente procedente en estos 

casos. La Relatoría ha informado al Estado 

que está haciendo seguimiento de los 

procesos judiciales contra periodistas por 

hechos que puedan tener relación con su labor 

y aquellos que investigan violencias contra la 

prensa, incluyendo los referenciados en este 

comunicado. 

 

Asimismo, la CIDH y la Corte 

Interamericana han enfatizado que una prensa 

independiente y crítica constituye un 

elemento fundamental para la vigencia de las 

demás libertades que integran el sistema 

democrático y el Estado de Derecho. Sobre 

este punto, la Declaración de Principios sobre 

Libertad de Expresión de la CIDH establece 

que la utilización del poder y recursos del 

Estado con el objetivo de presionar y/o 

castigar a periodistas y medios de 

comunicación en función de sus líneas 

informativas atenta directamente contra la 

libertad de expresión. 

 

La Relatoría Especial hace un llamado al 

Estado de Guatemala a redoblar sus esfuerzos 

para garantizar de forma plena y efectiva los 

derechos a la libertad de expresión y de 

prensa. Es deber del Estado generar las 

condiciones necesarias para que las y los 

periodistas puedan realizar su trabajo en un 

entorno libre y seguro; y para que la sociedad 

en su conjunto pueda estar informada y 

recibir la mayor cantidad y diversidad posible 

de ideas y opiniones.  

 

Asimismo, a la luz de estas observaciones, la 

Relatoría estima crucial que el Estado 

maximice sus esfuerzos para asegurar que 

cualquier restricción a las libertades 

fundamentales de periodistas y 
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comunicadores –ya sea que involucre al 

poder público o a terceros– cumpla con 

estándares internacionales de legalidad, 

necesidad y proporcionalidad. 

 

La Relatoría Especial para la Libertad de 

Expresión es una oficina creada por la 

Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH), a fin de estimular la 

defensa hemisférica del derecho a la libertad 

de pensamiento y expresión, considerando su 

papel fundamental en la consolidación y el 

desarrollo del sistema democrático. 

 

4.1.5.5 Casos importantes en 

Guatemala relacionados con prensa y 

justicia: 

 

Las personas que ejercen el periodismo en 

Guatemala siguen enfrentado acoso y 

limitaciones a su trabajo. La Policía Nacional 

Civil (PNC), los tribunales de justicia y el 

Ministerio Público (MP) son las instituciones 

que más implementan las restricciones, 

agresiones y el acoso. 

 

Durante junio se registraron 14 acciones que 

limitaron el acceso a la información y 

restringieron el trabajo periodístico en cuatro 

departamentos: Chiquimula, Guatemala, 

Escuintla y Huehuetenango. 

En dos audiencias públicas no se permitió a 

periodistas documentar el desarrollo de las 

decisiones judiciales. Un caso ocurrió en la 

cabecera departamental de Chiquimula, 

donde se lleva un proceso contra 

comunitarios de Olopa que resisten a la 

minera Cantera Los Manantiales. El otro, en 

el proceso en Ciudad de Guatemala contra 

Virginia Laparra, exjefa de la Fiscalía 

Especial contra la Impunidad (FECI) en 

Quetzaltenango. 

 

En el proceso contra Laparra, el Juzgado 

Séptimo de Primera Instancia Penal ordenó al 

MP que iniciara una investigación contra 

periodistas de la Agencia Ocote que 

entrevistaron a la exfiscal, quien en esa 

conversación denunció las condiciones a la 

que ahora es expuesta por el sistema 

penitenciario. 

 

También se registraron tres hechos en que 

agentes de la PNC limitaron el trabajo 

periodístico. El primero, el 13 de junio en 

Chinautla, cuando dos agentes engrilletaron 

al camarógrafo Josué Cotzajay, quien estaba 

documentando un operativo; momentos 

después lo dejaron libre. 
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El segundo hecho se registró en Siquinalá, 

Escuintla, el 16 de junio cuando detuvieron al 

periodista Robinson Ortega de Relax TV y lo 

trasladaron al juzgado de Santa 

Cotzumalguapa; fue dejado en libertad una 

semana después de su detención. En el mismo 

hecho también intentaron detener al 

periodista Carlos Paredes de Prensa Libre y 

Guatevisión. 

 

El tercer hecho ocurrió en la calzada 

Roosevelt enfrente del hotel Tikal Futura el 

21 de junio. Agentes de las fuerzas especiales 

destrozaron la cámara del periodista Carlos 

Hernández Paredes de Prensa Libre y 

Guatevisión mientras se realizaba un desalojo 

a estudiantes de la Universidad de San Carlos 

de Guatemala (USAC) por la crisis política de 

la universidad. Esto ocurría cuando en uno de 

los salones del hotel se realizaba la sesión del 

Consejo Superior Universitario (CSU). 

 

En su monitoreo, la Unidad de Protección a 

Defensoras y Defensores de Derechos 

Humanos para Guatemala (UDEFEGUA), 

dijo que las personas que ejercen el 

periodismo conforman uno de los grupos de 

profesionales más agredidos, el tercero en la 

lista. 

 

“En audiencia de Virginia Laparra, 

trabajadores del Juzgado taparon las ventanas 

para que periodistas no pudieran tomar fotos 

en un caso que no está bajo reserva judicial. 

Foto: Ruda”. 

 

UDEFEGUA ha identificado tres patrones de 

agresiones. Uno tiene que ver con el acceso a 

las fuentes de información, que se ha cerrado 

a través del incumplimiento de los plazos que 

establece la Ley de Acceso a la Información 

Pública o de proporcionar información 

parcial o en muchos casos no proporcionar 

ningún tipo de información.  

 

Otro patrón es el cierre o expulsiones de 

periodistas de grupos de aplicaciones de 

mensajería en los que se maneja información 

pública. También hay un patrón de utilizar de 

forma indebida la ley para limitar el ejercicio 

periodístico, como ha ocurrido con la Ley 

contra la Violencia contra las Mujeres. 

 

4.1.5.5 La reacción de la PNC 

 

El Ministerio de Gobernación (MINGOB) 

informó en sus redes sociales, tras los hechos 

donde la PNC se había visto involucrado 

contra el trabajo periodístico, que había 

girado instrucciones a los mandos policiales a 

nivel nacional de respetar el trabajo de 
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periodistas. En el caso del destrozo del equipo 

del periodista Carlos Hernández, la 

institución policial informó que asumiría el 

costo del equipo. 

 

Para Jorge Santos, de UDEFEGUA, la 

instrucción emitida por el MINGOB a los 

mandos policiales no es suficiente. 

 

 “Más allá de una instrucción, lo que debe 

haber es un planteamiento mucho más directo 

de cómo se debe ejercer el uso de la fuerza 

pública; lo hemos visto en los últimos días: un 

uso inapropiado y desproporcionado de la 

fuerza, que no solo lo arremeten contra la 

ciudadanía, sino en contra de periodistas que 

están haciendo su labor de informar a la 

población”, dijo. 

 

A pesar de que el ministro de Gobernación, 

David Napoleón Barrientos Girón, ha negado 

en más de una ocasión que exista una política 

de represión contra la prensa, para Héctor 

Coloj, del Observatorio de Periodistas de la 

Asociación de Periodistas de Guatemala 

(APG), sí hay una política que tolera estas 

acciones en un contexto de presión y 

regresión autoritaria. “Aunque el ministro 

niega que la actuación de esos agentes 

responde a directrices superiores, es muy 

extraño que violencia policial, intento de 

arresto y arresto arbitrario hayan ocurrido en 

diferentes departamentos en diferentes 

escenarios. Nosotros vemos que forma parte 

de una política represiva del Estado y 

principalmente del presidente”, dijo Coloj. 

 

En el caso de los tribunales, Jorge Santos 

indica que es grave la actuación de jueces que 

limitan el acceso a periodistas a las 

audiencias. “Estas limitaciones se han dado 

en audiencias de carácter público, lo que da 

cuenta de la opacidad en la que el juez 

pretende emitir su resolución, porque sin 

lugar a dudas va a ser una resolución que no 

va a estar apegada al derecho y que (el juez) 

va a cometer muy probablemente otra serie de 

hechos, abuso de poder, arbitrariedad y otros 

delitos que los jueces pueden cometer en 

cuanto a su resolución”, analizó. 

 

En los primeros seis meses de este año se han 

registrado 84 agresiones al trabajo 

periodístico, distribuidos así: enero con siete 

casos documentados; febrero, 15 casos; 

marzo con 21 casos; abril con 15 casos; mayo, 

12 casos y junio con 14 casos.  Jorge Santos 

y Héctor Coloj afirman que esta situación 

puede agravarse en el contexto de regresión 

autoritaria y año preelectoral que vive 

Guatemala. 
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4.1.6 Relación entre Medios de 

Comunicación y Poder Judicial 

4.1.6.1 Transparencia judicial y 

derecho a la información 

 

La Constitución guatemalteca garantiza la 

publicidad de la actividad estatal: “todos los 

actos de la administración son públicos” y los 

interesados tienen derecho a obtener 

informes, copias o la exhibición de 

expedientes, salvo excepciones previstas (art. 

30 CP). Complementariamente, el artículo 31 

CP, garantizando a toda persona conocer y 

rectificar lo que de ella conste en registros 

estatales. En el ámbito normativo, la Ley de 

Acceso a la Información Pública (Decreto 57-

2008) desarrolla estos principios. Su artículo 

1 dispone que la ley tiene por objeto, entre 

otros fines: 

 

a) Garantizar a cualquier persona el 

derecho a solicitar y a tener acceso a 

la información pública en posesión de 

las autoridades y sujetos obligados. 

b) Garantizar la transparencia en la 

administración pública y el derecho 

de toda persona a tener acceso libre a 

la información pública. 

c) Establecer como obligatorio el 

principio de máxima publicidad de los 

actos administrativos. 

 

De esta forma, la legislación nacional 

convierte en deber estatal la rendición de 

cuentas y la publicación de la información 

pública (incluso en portales electrónicos), en 

concordancia con la Constitución. La Corte 

de Constitucionalidad ha reafirmado que tales 

garantías responden al mandato 

constitucional de publicidad (art. 30 CP). 

 

4.1.6.2 Límites de los medios de 

comunicación con procesos judiciales 

 

La ley penal y procesal penal establece 

límites claros a la difusión de información 

durante un proceso. El Código Procesal Penal 

dispone que “todos los actos de la 

investigación serán reservados para los 

extraños” (art. 314 CPP).  

 

Según este precepto, solo pueden examinar 

las actuaciones el imputado, las personas con 

intervención concedida en el proceso, sus 

defensores y mandatarios; y quienes las 

conozcan están obligados a guardar secreto, 

sancionando penalmente su filtración. Así, los 

medios de comunicación (considerados 

extraños al proceso) no tienen acceso a las 



65 
 

diligencias preliminares y no pueden 

interferir en las mismas. 

 

En contraste, el juicio público está 

garantizado una vez concluidas las 

diligencias previas. El CPP establece que, 

cumplidos los actos preparatorios, el tribunal 

“fijará audiencia pública” en la que se reciben 

los medios de prueba y los intervinientes 

exponen sus argumentos. Por tanto, los 

medios pueden cubrir las audiencias 

judiciales públicas, salvo que la ley ordene su 

reserva (por ejemplo, en casos de delitos 

sexuales o protección de menores).  

 

Conviene resaltar que la Constitución señala 

expresamente que el detenido, la víctima, el 

Ministerio Público y abogados designados 

tienen derecho a conocer personalmente todas 

las actuaciones e informes penales sin reserva 

alguna (art. 14 CP), lo cual excluye a la 

prensa y refuerza el carácter limitado del 

acceso mediático en la fase de instrucción. En 

resumen, la normativa penal guatemalteca 

equilibra así el deber de publicidad del juicio 

con la necesidad de secreto durante la 

investigación. 

 

 

 

 

 

4.1.6.3 Opinión pública 

 

La opinión pública no tiene regulación directa 

en la ley, pero se vincula con el derecho a la 

información y a la libertad de opinión. La 

Constitución protege que “es libre el acceso a 

las fuentes de información” y prohíbe que 

autoridad alguna lo limite, lo que favorece 

una prensa abierta y el libre flujo de ideas en 

la sociedad. Aunque no es un derecho 

autónomo codificado, la jurisprudencia 

guatemalteca reconoce el poder social de la 

opinión pública: por ejemplo, la Corte de 

Constitucionalidad ha señalado que ciertas 

resoluciones “únicamente tienen la fuerza que 

les dé la opinión pública”.  

 

Esto implica que la fuerza de una idea o 

denuncia pública reside en su recepción 

social y mediática. En el contexto judicial, la 

opinión pública influye en la legitimidad del 

sistema de justicia, pero también puede 

presionar indebidamente. Por ello, el Estado 

debe garantizar canales oficiales de 

información (Constitución art. 30 CP, Ley de 

Acceso) mientras promueve una prensa 

responsable que informe críticamente sin 

quebrantar la ley ni la presunción de 

inocencia. 
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4.1.6.4 Problemas entre libertad de 

expresión e imparcialidad judicial 

 

La Constitución de Guatemala consagra una 

amplia libertad de expresión (art. 35 CP) que 

permite a los medios criticar a funcionarios 

públicos sin temor a censura previa. Sin 

embargo, esta prerrogativa choca con las 

garantías del debido proceso y la 

imparcialidad judicial.  

 

El texto constitucional protege la defensa y el 

debido proceso: nadie puede ser condenado 

sin ser citado, oído y vencido ante juez 

competente (art. 12 CP); se establece la 

presunción de inocencia y el acceso al 

expediente para las partes (art. 14 CP). Frente 

a esto, la difusión pública de información 

parcial o sensacionalista puede comprometer 

un juicio justo al formar prejuicios antes de 

tiempo. 

 

Para proteger la integridad del proceso, la ley 

penal impone límites específicos. Por 

ejemplo, el Código Penal penaliza la 

difamación o injuria, y establece que cuando 

la ofensa se dirija contra funcionarios o 

autoridades públicas la acción penal procede 

de oficio (art. 169 CP).  

 

Esto significa que las críticas hacia jueces o 

fiscales susceptibles de constituir difamación 

pueden ser perseguidas aun sin querella de la 

víctima, reflejando la preocupación del 

legislador por la reputación e independencia 

del funcionario. Asimismo, el juez puede 

recusar medios o nulos sus actos si considera 

que ha existido comunicación indebida 

externa que ponga en duda su imparcialidad. 

En la práctica, los tribunales nacionales han 

advertido que el derecho a informar no 

autoriza la cobertura de juicios de manera que 

se altere la objetividad del juzgador ni se 

expongan datos reservados. 

 

el ordenamiento jurídico guatemalteco 

reconoce la libertad de expresión y el acceso 

a la información como pilares democráticos, 

pero establece salvaguardas procesales para 

que esa libertad no menoscabe la 

imparcialidad judicial ni los derechos de las 

partes. Tanto la Constitución (arts. 12, 14, 35) 

como las leyes (Acceso a la Información, 

Código Penal, Código Procesal) forman un 

marco que busca equilibrar la transparencia 

pública con el derecho a un debido proceso 

imparcial. 
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4.1.7. Equilibrio entre Libertad de 

Expresión e Independencia Judicial en 

Guatemala 

 

En Guatemala, el equilibrio entre libertad de 

expresión e independencia judicial constituye 

un elemento esencial del Estado de Derecho. 

Ambos derechos están protegidos por la 

Constitución Política de la República de 

Guatemala, que reconoce la libertad de 

emisión del pensamiento (art. 35) y garantiza 

el debido proceso y la independencia de los 

tribunales (arts. 12, 203 y concordantes). 

 

La libertad de expresión permite a la sociedad 

fiscalizar la actuación de jueces, fiscales y 

demás autoridades, fortaleciendo la 

transparencia y la rendición de cuentas. Por 

su parte, la independencia judicial asegura 

que los jueces resuelvan conforme a la ley, sin 

presiones políticas, económicas o mediáticas. 

 

Sin embargo, en la práctica pueden surgir 

tensiones, especialmente cuando la cobertura 

mediática de procesos penales de alto 

impacto influye en la opinión pública y puede 

generar presión social sobre los tribunales. De 

igual manera, pueden existir resoluciones 

judiciales que limiten la difusión de cierta 

información para proteger el derecho a un 

juicio justo. Por ello, el ordenamiento jurídico 

guatemalteco y el derecho internacional 

establecen criterios para armonizar ambos 

derechos. 

 

4.1.7.1 Principio de proporcionalidad 

en el ordenamiento guatemalteco 

 

En Guatemala, el principio de 

proporcionalidad es aplicado principalmente 

por la Corte de Constitucionalidad al analizar 

posibles restricciones a derechos 

fundamentales. Este principio implica que 

cualquier limitación a la libertad de expresión 

debe cumplir tres requisitos: 

 

a) Adecuación: La medida restrictiva 

debe ser idónea para proteger un fin 

constitucional legítimo, como la 

imparcialidad judicial o la presunción 

de inocencia. 

Por ejemplo, restringir temporalmente 

la divulgación de ciertos datos durante 

la fase de investigación puede ser 

adecuado para proteger el debido 

proceso. 

b) Necesidad: No debe existir otra 

medida menos restrictiva que logre el 

mismo objetivo.  

En lugar de prohibir totalmente la 

cobertura mediática de un caso, 
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podría limitarse únicamente la 

publicación de información reservada 

conforme al Código Procesal Penal. 

c) Proporcionalidad en sentido estricto: 

Debe existir un equilibrio entre el 

beneficio que se obtiene (proteger la 

imparcialidad judicial) y el sacrificio 

del derecho restringido (libertad de 

expresión). 

 

Este criterio también se fundamenta en 

tratados internacionales ratificados por 

Guatemala, como el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (arts. 19 y 14) y 

la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (arts. 13 y 8), que permiten 

restricciones a la libertad de expresión 

únicamente cuando sean necesarias y 

proporcionales para proteger derechos o 

intereses legítimos. 

 

4.1.7.2 Obligación de los jueces 

guatemaltecos de aplicar tratados 

internacionales 

 

En Guatemala, los tratados internacionales en 

materia de derechos humanos tienen jerarquía 

superior a la ley ordinaria, conforme al 

artículo 46 de la Constitución. Esto implica 

que los jueces están obligados a aplicar e 

interpretar la normativa interna de 

conformidad con los tratados ratificados por 

el Estado. 

 

Entre los instrumentos más relevantes se 

encuentran: 

 

a) El Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, que protege tanto 

la libertad de expresión como el 

derecho a un juicio justo. 

b) La Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, que establece 

estándares sobre libertad de 

pensamiento y garantías judiciales. 

c) La jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos, cuyas interpretaciones son 

obligatorias para el Estado 

guatemalteco. 

 

Esto significa que, si una ley nacional 

restringe de manera excesiva la crítica hacia 

jueces o limita indebidamente la labor 

periodística, los tribunales deben aplicar el 

control de constitucionalidad y 

convencionalidad, privilegiando los 

estándares internacionales. 

 

Asimismo, cuando la cobertura mediática 

pueda afectar la imparcialidad de un proceso, 
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los jueces deben adoptar medidas que 

respeten tanto la libertad de información 

como el derecho al debido proceso, 

basándose en los principios internacionales 

vigentes. 

 

4.1.7.3 Ética de los medios de 

comunicación en Guatemala 

 

En el contexto guatemalteco, la ética 

periodística cumple una función clave para 

evitar conflictos entre libertad de expresión e 

independencia judicial. La Constitución 

protege ampliamente la emisión del 

pensamiento, pero también reconoce 

responsabilidades ulteriores cuando se 

lesionan derechos de terceros. 

 

Los principios éticos más relevantes son: 

 

a) Precisión y veracidad: Los medios 

deben informar de manera objetiva y 

basada en hechos comprobables. Es 

fundamental respetar la presunción de 

inocencia y evitar calificar a una 

persona como culpable antes de 

sentencia firme. 

b) Respeto al debido proceso: Debe 

evitarse la creación de “juicios 

mediáticos” que puedan influir en 

testigos, jueces o en la percepción 

pública del caso. La difusión de 

información reservada puede incluso 

constituir delito conforme a la 

legislación penal. 

c) Respeto a la independencia 

judicial: La crítica a resoluciones 

judiciales es legítima en una 

democracia; sin embargo, debe 

centrarse en argumentos jurídicos y 

no en ataques personales contra jueces 

o magistrados. 

d) Responsabilidad social; Los medios 

deben proteger la identidad de 

víctimas, especialmente en casos de 

violencia sexual o cuando intervienen 

menores de edad, conforme a la 

legislación nacional e internacional. 

 

En Guatemala existen códigos de ética 

periodística y mecanismos de 

autorregulación, aunque su aplicación 

depende principalmente del compromiso 

profesional de los comunicadores y empresas 

mediáticas. 

 

4.1.8. Situación actual en Guatemala 

4.1.8.1 Situación de la libertad de 

prensa 
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En la actualidad no se han visto mejoras con 

respecto a este tema ya que si bien en la 

Constitución se encuentra garantizada la ley 

de libertad de emisión del pensamiento esto 

no se cumple y existen instituciones del 

Estado, organizaciones de narcotráfico y 

grupos de poder que son los responsables de 

agresiones en contra del periodismo esto no 

permite disminuir los riesgos que se tienen, 

poniendo en peligro a las personas que 

ejercen esta profesión dejándolas expuestas e 

indefensas ante cualquier represaría en su 

contra, afectándolos en gran medida al igual 

que a los ciudadanos privándolos de 

información para la toma de decisiones 

consientes y libres. 

 

Por esto es importante velar por la libertad de 

prensa que permite brindar información por 

los diferentes medios de comunicación al 

público en general, dando a conocer temas 

como actos de corrupción, violaciones de los 

derechos humanos y situaciones actuales del 

país, como dijo Marisa ressa, Premio Novel 

de la Paz 2021 “Sin hechos no hay verdad. Sin 

verdad, no hay confianza. Sin confianza, no 

tenemos realidad compartida, ni democracia 

y se hace imposible abordar los problemas 

existenciales de nuestro mundo 

 

4.1.8.2 Desafíos a la independencia 

judicial 

 

La independencia judicial está garantizada 

por normas y principios establecidos en la 

Constitución Política de la Republica de 

Guatemala ejercida a través de los jueces de 

los tribunales, la fiscalía contra la impunidad 

y la corte de constitucionalidad siendo esta la 

última línea de defensa en contra de la 

impunidad que luchan para combatir en 

contra de la corrupción y en la captura de 

instituciones de redes ilícitas. 

 

Uno de sus desafíos es cuando funcionarios 

públicos y órganos del sistema Ejecutivo y 

judicial interfieren en la administración de 

justicia esto puede poner en riesgo a los 

jueces, violando la independencia y 

autonomía del poder judicial que atenta 

contra el principio constitucional de que la 

justicia debe impartirse de conformidad con 

la ley. 
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Capítulo V 

Propuesta de Mejora 

 
 

5.1 Fortalecimiento del equilibrio entre 

Libertad de Expresión e Independencia 

Judicial en Guatemala. 

 

Con base en el análisis doctrinario y 

normativo realizado en la presente 

investigación, se establece que el equilibrio 

entre la libertad de expresión de los medios de 

comunicación y la independencia del Poder 

Judicial en Guatemala debe construirse a 

partir de la correcta interpretación y 

aplicación del marco jurídico ya existente. 

 

La Constitución Política de la República de 

Guatemala reconoce en su artículo 35 la 

libertad de emisión del pensamiento, mientras 

que en los artículos 12 y 203 protege el 

debido proceso y la independencia judicial.  

 

Estos principios no son contradictorios, sino 

complementarios dentro del Estado de 

Derecho. 

 

5.1.1 Aplicación de los derechos 

constitucionales 

 

La doctrina jurídica nacional sostiene que 

cuando dos derechos fundamentales entran en 

tensión, debe realizarse una interpretación 

sistemática de la Constitución. En este 

sentido, la libertad de expresión no puede 

ejercerse de manera que vulnere el derecho al 

debido proceso, así como la independencia 

judicial no puede utilizarse como mecanismo 

para restringir indebidamente el acceso a la 

información pública. 

 

Por ello, el equilibrio debe basarse en una 

interpretación constitucional que garantice 

simultáneamente: 

 

a) El derecho de la sociedad a estar 

informada. 

b) La presunción de inocencia. 

c) La imparcialidad judicial. 

d) El respeto a la dignidad de las partes 

procesales. 

 

5.1.2 Uso del principio de 

proporcionalidad  

 

La jurisprudencia de la Corte de 

Constitucionalidad ha desarrollado la 

aplicación del principio de proporcionalidad 



72 
 

cuando existen conflictos entre derechos 

fundamentales. 

 

En el ámbito de la relación entre medios y 

justicia, dicho principio implica que cualquier 

limitación a la libertad de emisión del 

pensamiento debe: 

 

a) Estar fundamentada en la ley. 

b) Perseguir un fin constitucionalmente 

legítimo. 

c) Ser necesaria y proporcional. 

 

Este criterio ya forma parte del ordenamiento 

jurídico guatemalteco y constituye una 

herramienta suficiente para resolver tensiones 

sin necesidad de crear nuevas regulaciones. 

 

5.1.3 Importancia de la responsabilidad 

ulterior 

 

La libertad de expresión en Guatemala, 

conforme al artículo 35 constitucional y a la 

Ley de Emisión del Pensamiento, no está 

sujeta a censura previa, pero sí admite 

responsabilidades posteriores cuando se 

lesionan derechos de terceros. 

 

Desde el análisis doctrinario, esto permite 

afirmar que el sistema jurídico guatemalteco 

ya contiene mecanismos adecuados para 

sancionar excesos mediáticos que afecten la 

honra, la presunción de inocencia o el 

desarrollo de un proceso judicial, sin 

necesidad de imponer restricciones previas. 

 

5.1.4 Fortalecimiento de la cultura 

jurídica y ética profesional 

 

Los estudios académicos sobre comunicación 

judicial en Guatemala destacan que muchos 

conflictos entre medios y justicia surgen más 

por desconocimiento técnico que por vacío 

normativo. 

 

Por ello, más que reformas legales, la doctrina 

señala la necesidad de: 

 

a) Mejor comprensión de los límites 

legales por parte de periodistas. 

b) Mayor claridad institucional en la 

comunicación judicial. 

c) Respeto a la presunción de inocencia 

en la cobertura mediática. 

 

Estas recomendaciones surgen del análisis de 

la normativa vigente y del estudio de casos 

nacionales, evidenciando que el problema 

radica principalmente en la aplicación 

práctica de la ley y no en la inexistencia de 

regulación. 

 

La investigación demuestra que el 

ordenamiento jurídico guatemalteco ya 
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contempla herramientas suficientes para 

armonizar la libertad de expresión y la 

independencia judicial. 

 

El verdadero desafío radica en la 

interpretación correcta de la Constitución, la 

aplicación del principio de proporcionalidad 

y el respeto a las responsabilidades ulteriores 

establecidas en la ley. 

En consecuencia, el equilibrio entre prensa y 

justicia en Guatemala no requiere 

necesariamente nuevas reformas normativas, 

sino una adecuada aplicación del marco 

jurídico vigente y un fortalecimiento de la 

cultura constitucional dentro de ambas 

esferas. 
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Capítulo VI 

Plan Acción 
 

 

7.1 Nombre del Plan Acción  

 

Colocación de 4 lámparas en áreas que se observan con falta de iluminación y que son 

concurridas por estudiantes del CUNOC.  

 

7.2 Objetivos  

 

7.2.1 General  

 

Proporcionar buena iluminación para la seguridad de los estudiantes del Centro Universitario 

CUNOC.  

 

7.2.2 Específico  

 

a) Colocar lámparas nuevas en lugares que se encuentren con falta de iluminación  

b) Garantizar que el espacio donde circule el estudiante esté iluminado, brindando 

confianza y seguridad.  

 

7.3 Resultados  

 

Brindar seguridad no solo física sino visual para cuando se da el egreso de los estudiantes de las 

diferentes carreras que funcionan en el horario nocturno en el CUNOC.  

 

7.4 Actividades  

 

a) La recaudación del dinero entre los integrantes de los 10 grupos que se conformaron quienes 

aportaron Q 28.87 por cada integrante. Para cubrir las diferentes actividades que se tienen 

programas por parte del grupo de 105 estudiantes. 

b) Como grupo fuimos a cotizar diferentes lámparas, para poder adquirirlos. Entrega de las 

mismas para ser colocadas en el Cunoc. 
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7.5 Metodología  

 

Hicimos una investigación donde nos percatamos de varios lugares dentro de la universidad que 

no contaba con la iluminación adecuada, y así mismo se consultó con los encargados del curso y 

de la investigación del Centro Universitario para la toma de decisión de donde se van a instalar 

las mismos.  

 

7.6 Implementación y sostenibilidad  

 

7.6.1 Implementación  

 

Se le proporcionará a un Encargado del Centro Universitario de Occidente CUNOC, las lámparas 

que fueron adquiridas por parte de los estudiantes miembros del grupo del primer semestre sección 

F jornada matutina del curso de Comunicación de la carrera de Abogado y Notario.  

 

7.6.2 Sostenibilidad  

 

La propuesta será sostenible porque nosotros como grupo, vamos a financiar el proyecto.  

 

7.7 Recursos  

 

7.7.1 Humanos: Integrantes del grupo adquirimos las lámparas, antes descritas.  

 

7.7.2 Materiales: La compra de 4 lámparas.  

 

7.7.3 Financiero: El aporte económico.  

 

7.8 Presupuesto: Se adquirieron 4 lámparas.  

 

7.8.1 Costo: Cada lámpara tiene el costo de Q 757.90 y hace un total de Q 3031.62.  

 

Para mejorar la seguridad y visibilidad en el Centro Universitario de Occidente (CUNOC) con 

recursos limitados (4 lámparas), es fundamental priorizar los puntos de mayor flujo peatonal y 

vulnerabilidad. 
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Conclusiones 

 

1) Aunque la Constitución Política de la 

República de Guatemala, (artículo 35) y 

Normativas como la Ley de Emisión del 

Pensamiento garantizan la libertad de 

expresión sin censura previa, así como 

la independencia del Poder Judicial 

(artículo 203), en la práctica existen 

múltiples desafíos.  

Los medios cumplen un rol crucial de 

fiscalización y transparencia, pero su 

cobertura a veces carece de 

contextualización jurídica, generando 

juicios paralelos y presiones sobre los 

operadores de justicia.  

El equilibrio buscado no implica la 

supresión de ninguno de los derechos, 

sino el ejercicio responsable de la 

libertad de expresión, el fortalecimiento 

del periodismo jurídico especializado y 

la implementación de mecanismos que 

aseguren la autonomía judicial, así como 

la protección de los comunicadores. 

 

2) La relación entre los medios de 

comunicación y el poder judicial es 

importante porque ambos influyen en la 

forma en que la sociedad entiende la 

justicia. Los medios informan a las  

 

personas sobre los casos y las decisiones 

de los tribunales, lo que ayuda a que 

exista transparencia y a que la población 

esté informada. Sin embargo, es 

necesario que exista un equilibrio. La 

libertad de expresión permite que los 

medios informen y opinen, pero también  

es importante respetar la independencia 

del poder judicial para que los jueces 

puedan tomar decisiones justas sin 

presiones externas. Cuando los medios 

actúan con responsabilidad y los jueces 

mantienen su autonomía, se fortalece la 

democracia y se protege el derecho de 

las personas a recibir información y a 

tener un juicio justo. 

 

3) La relación entre los medios de 

comunicación y el Poder Judicial es muy 

importante en una sociedad 

democrática. Los medios cumplen la 

función de informar a la población sobre 

los procesos judiciales y de promover la 

transparencia en las instituciones.  

Sin embargo, esta información debe 

difundirse con responsabilidad, respeto 

y ética profesional, evitando afectar 

derechos fundamentales como la 
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presunción de inocencia o el debido 

proceso. Asimismo, es fundamental que 

el Poder Judicial actúe con 

independencia e imparcialidad, tomando 

sus decisiones únicamente con base en 

la ley y en las pruebas presentadas 

durante el proceso judicial.  

La justicia no debe verse influenciada 

por la presión social, la opinión pública 

o la cobertura mediática. Por lo tanto, 

mantener un equilibrio entre la libertad 

de expresión y la imparcialidad judicial 

es esencial para fortalecer el Estado de 

derecho. Cuando los medios informan 

con veracidad y el sistema judicial actúa 

con independencia, se genera mayor 

confianza en la justicia y en las 

instituciones del país. 

4) Cumplir las obligaciones 

internacionales en relación a la libertad 

de expresión en virtud de los diferentes 

tratados de Derechos Humanos 

ratificados por el estado guatemalteco, 

así como en la jurisprudencia del 

sistema interamericano de Derechos 

Humanos, en recomendaciones emitidas 

a Guatemala por órganos de tratados. 

Poder respaldar de forma pública y 

Clara la libertad de prensa y expresión, 

reconociendo públicamente su 

importancia en la fiscalización de 

trabajo público. 
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Recomendaciones 

 

1) Para nosotros como estudiantes y como 

guatemaltecos, expresamos que se respete 

y se garantice la libertad de expresión en 

los medios de comunicación, ya que estos 

constituyen una fuente esencial de 

información verídica, oportuna y diversa. 

Gracias a ello, la población puede 

mantenerse informada sobre los 

acontecimientos políticos, sociales y 

económicos del país, lo cual fortalece el 

pensamiento crítico y la participación 

ciudadana. Asimismo, una prensa libre 

contribuye a la transparencia en la gestión 

pública. Esto favorece la toma de 

decisiones conscientes y responsables por 

parte de los ciudadanos, el largo plazo, 

puede impulsar el desarrollo, la 

democracia y el mejoramiento integral de 

Guatemala. 

 

2) Cumplir las obligaciones internacionales 

en relación a la libertad de expresión en 

virtud de los diferentes tratados de 

Derechos Humanos ratificados por el 

estado guatemalteco, así como en la 

jurisprudencia del sistema interamericano 

de Derechos Humanos, en 

recomendaciones emitidas a Guatemala  

 

por órganos de tratados. Poder respaldar 

de forma pública y Clara la libertad de 

prensa y expresión, reconociendo 

públicamente su importancia en la 

fiscalización de trabajo público. 

 

3) La libertad de expresión se ejerza de 

manera responsable, ética y conforme a lo 

establecido en la legislación 

guatemalteca. Aunque este derecho no  

 

está sujeto a censura previa, su ejercicio 

implica asumir las consecuencias legales 

posteriores cuando se vulneren derechos 

de terceros, como el honor, la intimidad o 

la propia imagen. Por ello, es importante 

que los medios verifiquen la veracidad de 

la información antes de difundirla y 

actúen con objetividad, evitando la 

desinformación, el sensacionalismo o la 

manipulación de los hechos, lo cual 

fortalece la credibilidad del periodismo y 

la confianza de la sociedad.  

 

4) El derecho de libertad de expresión e 

independencia judicial sean interpretados 

de manera armónica, es decir, 

considerando que ambos tienen igual 



79 
 

importancia dentro del ordenamiento 

jurídico. No deben entenderse como 

derechos opuestos, sino como elementos 

complementarios dentro de un sistema 

democrático. Una interpretación conjunta 

permite encontrar soluciones equilibradas 

en casos de conflicto, evitando que el 

ejercicio de uno implique la vulneración 

del otro, y garantizando así el respeto 

integral de los derechos fundamentales en 

el marco del Estado de Derecho. 

 

5) Promover el conocimiento de la 

legislación guatemalteca tanto estudiantes 

y profesionales del derecho como 

comunicadores sociales, mediante una 

actualización constante. Esto permitirá 

una mejor comprensión de los alcances, 

límites y responsabilidades de cada 

derecho, reduciendo así los conflictos 

entre los medios de comunicación y el 

sistema de justicia. 
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